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RESUMEN 

 
En los últimos años, la salvaguarda sobre la protección de los bienes culturales 

en situaciones de conflicto armado ha adquirido una importancia creciente debido a las 

guerras en el medio oriente y la revitalización del conflicto entre Rusia – Ucrania, 

lamentables acontecimientos que dejarán profundas huellas en las sociedades y la 

historia de los países involucrados. 

 
La historia de nuestro país no está exenta de conflictos bélicos, desde la gesta 

independentista hasta la guerra más reciente, el conflicto armado interno en el que se 

enfrentaron el Estado peruano, el grupo terrorista Sendero Luminoso (SL) y el 

Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). Muchas vidas acabaron por la ira 

de la guerra y muchos bienes culturales muebles e inmuebles sufrieron el perjuicio de la 

violencia y el ensañamiento de las tropas del adversario. 

 
Es en este marco, el conflicto armado, y teniendo en consideración la normativa 

que lo regula, es decir, principalmente el Derecho Internacional Humanitario, que este 

trabajo se ocupará de analizar uno de los conflictos bélicos más relevantes del Perú del 

siglo XIX y de la historia nacional en general, la denominada por historiadores y 

estudiosos como la “Guerra del Pacífico”. 

 
Esta guerra significó la perdida de gran parte del patrimonio nacional mueble, 

como libros, esculturas, pinturas, material del laboratorio de la Universidad Nacional 

Mayor de San Marcos y de la Universidad Nacional de Ingeniería e incluso elementos 

no patrimoniales en ese momento, como vías férreas. Esta perdida, genera más que una 

ausencia material, implica la perdida de la identidad de un país, privándolo de su 

pasado, mellando la autoestima nacional y negándole las bases de construcción de su 

futuro. 

 
Considerando la relevancia de este tema, este estudio se propone examinar los 

instrumentos internacionales que regulan la protección de los bienes culturales muebles 

en contextos de conflicto armado, con especial atención a aquellos que estuvieron 

vigentes durante el siglo XIX, evaluando además si las partes enfrentadas cumplieron 

con los convenios y declaraciones correspondientes. 
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De igual modo, se desarrollará una comparación entre los instrumentos antes 

señalados y los que se encuentran actualmente en vigor y han sido ratificados por la 

República del Perú y la República de Chile, tales como tratados, convenciones y 

declaraciones. Asimismo, se considerará el derecho consuetudinario, las resoluciones 

emitidas por organismos internacionales y la doctrina, todos ellos reconocidos como 

fundamentos del derecho internacional. 

 
PALABRAS CLAVE: Protección, Bien Cultural Mueble, Conflicto Armado, 

Patrimonio Mundial, Política Exterior. 
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ABSTRACT 

 
In recent years, the safeguarding of cultural property during armed conflicts has 

taken on increasing importance due to the wars in the Middle East and the renewed 

conflict between Russia and Ukraine, unfortunate events that will leave profound marks 

on the societies and history of the countries involved. 

 
The history of our nation has not been free from armed conflicts, ranging from 

the independence campaign to the most recent internal armed struggle between the 

Peruvian State, the terrorist group Sendero Luminoso (SL), and the Túpac Amaru 

Revolutionary Movement (MRTA). Countless lives were lost as a result of war, and 

numerous movable and immovable cultural assets were damaged by the violence and 

cruelty inflicted by enemy forces. 

 

Within this framework of armed conflict, and taking into account the legal 

provisions that govern it—primarily International Humanitarian Law—this research 

focuses on analyzing one of the most significant armed confrontations in Peru during 

the 19th century and in national history as a whole, known among historians and 

scholars as the “Pacific War.” 

 

This conflict resulted in the destruction and loss of an important portion of the 

nation’s movable heritage, including books, sculptures, paintings, laboratory materials 

from the Universidad Nacional Mayor de San Marcos and the Universidad Nacional de 

Ingeniería, as well as non-heritage assets at that time, such as railway infrastructure. 

Such losses extend beyond the material dimension, as they represent the erosion of a 

country’s identity, stripping it of its historical memory, weakening national self-esteem, 

and undermining the very foundations required to shape its future. 

 

Given the importance of this subject, the study seeks to examine the 

international instruments regulating the protection of movable cultural property in 

situations of armed conflict, with particular emphasis on those in force during the 19th 

century, and to assess whether the parties to the conflict respected these conventions and 

declarations. 
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Furthermore, a comparative analysis will be undertaken between these earlier 

instruments and those currently in force and ratified by the Republic of Peru and the 

Republic of Chile, including treaties, conventions, and declarations, as well as 

customary law, the resolutions of international organizations, and doctrinal 

contributions, all of which constitute fundamental sources of international law. 

 

 
KEY WORDS: Protection, Movable Cultural Property, Armed Conflict, World 

Heritage, Foreign Policy. 
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INTRODUCCIÓN 

 
Este trabajo tiene su origen en considerar al Patrimonio Cultural como los 

cimientos sobre los cuales se construyen la civilización y la identidad nacional de un 

estado. El patrimonio nos brinda un sentido de pertenencia y empatía entre aquellos que 

compartimos un pasado en común. Incluso en el plano internacional, la cultura puede 

servir como catalizador de relaciones de hermandad entre dos o más estados. 

 
Ahora, enfocando el tema un poco más, esta tesis versa sobre los Bienes 

Culturales Muebles (BCM) y su protección en conflictos armado, centrándose 

especialmente en la ocupación chilena del territorio peruano, durante la Guerra del 

Pacífico, en el siglo XIX. 

 
En primer lugar, debido a los estragos del conflicto armado, los cuales derivaron 

en incontables BCM saqueados o destruidos durante la ocupación chilena. Si esto fue un 

hecho aislado o una directriz determinada por las altas esferas del ejército chileno 

durante esa época es un tema de discusión entre los historiadores, quienes defienden su 

postura cada uno a su manera. Esta discusión no es central para esta tesis, la cual no 

busca definir inocentes ni culpables, si no los distintos métodos de protección de los 

BCM durante esa época. 

 
En segundo lugar, la defensa del patrimonio cultural mueble constituye hoy en 

día un tema de debate, especialmente por los numerosos conflictos que han tenido lugar 

en las últimas décadas y aquellos que aún persisten, en los cuales las acciones de 

ejércitos y grupos beligerantes ponen en serio riesgo el legado cultural de los pueblos y 

naciones involucradas. 

 

La importancia de salvaguardar los bienes culturales en contextos de conflictos 

armados ha ido adquiriendo mayor reconocimiento con el transcurrir de los años. En 

consecuencia, el Derecho Internacional ha ido incorporando progresivamente normas e 

instrumentos que remarcan la necesidad de preservar y defender dicho patrimonio. 

 

En el ámbito jurídico y de las relaciones internacionales, la comunidad 

internacional ha adoptado diversas convenciones, protocolos y declaraciones que 

expresan el compromiso de los Estados con la protección, respeto y conservación del 
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patrimonio cultural, el cual, en escenarios de conflicto armado, suele convertirse en una 

de las víctimas menos visibles. La destrucción de estos bienes evidencia de manera 

contundente la magnitud y crueldad de la guerra.  

 

Dentro de los principales instrumentos internacionales en esta materia destacan 

la Convención de La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso 

de Conflicto Armado y sus dos Protocolos; los Protocolos Adicionales I y II de 1977 a 

los Convenios de Ginebra; así como el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, que tipifica como crimen de guerra los ataques intencionales contra 

dichos bienes. 

 

Sin embargo, gran parte de los profesionales del Derecho y de la Diplomacia 

presentan un conocimiento restringido respecto a estas normas del Derecho 

Internacional Humanitario (DIH), lo que genera limitaciones en su aplicación práctica y 

en la valoración de su importancia. El Estatuto de Roma, sin embargo, ocupa una 

situación particular: pese a que sus disposiciones han sido ampliamente difundidas, las 

referidas al patrimonio cultural y a las sanciones por su destrucción suelen ser pasadas 

por alto. 

 

Partiendo de esta premisa, la presente tesis busca resaltar la importancia de la 

defensa de los bienes culturales en escenarios de enfrentamiento bélico, tomando como 

referencia la normativa internacional vigente en la época de la Guerra del Pacífico. A 

partir de este marco, y mediante un análisis comparativo, se señalarán las similitudes y 

diferencias entre el marco jurídico del DIH y del Derecho Penal Internacional, tanto en 

su dimensión histórica como en su aplicación contemporánea, en lo que respecta en 

relación con la preservación de estos bienes. 

 

De igual forma, se plantea formular una reflexión desde la Política Exterior del 

Perú, orientada a evaluar la viabilidad de recuperar bienes culturales muebles, 

reconociendo su valor como parte fundamental del patrimonio y de la memoria histórica 

nacional. 

 

El trabajo se estructura en cinco capítulos para asegurar una exposición clara y 

coherente, en concordancia con los objetivos planteados en la sección metodológica. El 
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primer capítulo se centra en la metodología utilizada, la formulación y justificación del 

problema, los objetivos generales y específicos, así como en las limitaciones 

encontradas durante el desarrollo de la investigación. 

 

El segundo capítulo está dedicado al marco teórico, donde se presentan las 

nociones fundamentales que permiten una adecuada comprensión del tema, además de 

examinar los antecedentes normativos vinculados a la tutela de los bienes culturales en 

escenarios de conflicto. Este estudio se aborda desde tres enfoques principales: el 

Derecho Internacional Humanitario, el Derecho Penal Internacional y el Derecho 

Internacional Consuetudinario, cada uno orientado a garantizar la protección del 

patrimonio cultural frente a los efectos de la guerra. 

 

En los capítulos tercero y cuarto, se presenta un análisis de la ocupación chilena 

durante la Guerra del Pacífico, a fin de ofrecer un contexto sobre la forma en que se 

trasladaron al extranjero distintos bienes culturales, tales como libros, esculturas y 

pinturas. En esta sección también se efectúa la comparación entre el derecho 

internacional aplicable en aquella época y el vigente en la actualidad. Asimismo, se 

examina el grado de incorporación del Derecho Internacional Humanitario en el Marco 

Constitucional peruano, evaluando su implementación normativa y posibles mejoras. 

 

Finalmente, el quinto capítulo cierra la investigación con la exposición de las 

conclusiones y recomendaciones generales. Este apartado se dedica principalmente a 

estudiar la factibilidad de recuperar los bienes culturales que fueron indebidamente 

apropiados, considerando diferentes mecanismos para alcanzar dicho fin. En los 

Apéndices y Anexos se incluye un inventario detallado de las piezas patrimoniales 

expoliadas durante el conflicto. De esta manera, se estima que la mayor trascendencia y 

aporte del presente trabajo se encuentran precisamente en esta última sección, ya que 

propone lineamientos concretos que podrían servir de base para la eventual repatriación 

del patrimonio cultural peruano. 
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CAPÍTULO I: 

 
1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 
1.1. Descripción de la situación problemática 

 

Los bienes culturales en el Perú se encuentran desprotegidos. Día a día vemos 

como los restos arqueológicos legados por nuestros antepasados son vulnerados 

mediante invasiones de traficantes de terrenos, usados como depósitos de basura o 

zonas de cultivo. Si la situación de los bienes inmuebles es tan grave, el estado de 

protección de los bienes muebles es aún menor. 

 
No es raro ver el noticiero del día y encontrarse con una persona que quiso sacar 

del país alguna pintura virreinal o un huaco prehispánico de manera ilegal. Aún más 

frecuente, es visitar mercados de segunda mano y hallar patrimonio del siglo XVIII, 

XIX e incluso de siglos anteriores, como libros incunables anteriormente en manos del 

estado. Uno podría creer que este tipo de delitos solo ocurren en ciertos sectores o 

círculos sociales, sin embargo, no es raro visitar reconocidos museos y centros de 

estudio en el extranjero y encontrar patrimonio peruano de dudosa procedencia. 

 
Debido a esto, el estado peruano ha hecho algunos esfuerzos por repatriar el 

patrimonio nacional en el extranjero, ya sea en poder de otros estados o de otros actores, 

como universidades, museos y colecciones privadas. Este trabajo representa la función 

central de la Dirección de Recuperaciones del Ministerio de Cultura, la cual desarrolla 

sus funciones en los terminales aeroportuarios, puestos fronterizos y dependencias del 

Servicio Postal (SERPOST), entre otros. 

 
Desde el año 2019, el Perú ha logrado recuperar aproximadamente dos mil 

bienes de carácter arqueológico, artístico, documental y bibliográfico. Muchos de estos 

objetos fueron presentados en 2023 en la exposición denominada Wasinman Kutispa 

(que en quechua significa “Volviendo a Casa”), con el propósito de generar conciencia 

acerca de los efectos del circulación ilícita de patrimonio cultural y la relevancia de 

preservar dicho herencia cultural (France 24, 2023). 

 

Sin embargo, el proceso de repatriación del patrimonio enfrenta dificultades 
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debido a la ausencia de un registro completo y adecuado de Bienes patrimoniales de 

carácter mueble existentes en el país. En esa misma línea, la restitución de objetos del 

patrimonio cultural saqueados durante la ocupación chilena de la ciudad de Lima 

afronta obstáculos similares. 

 

La Guerra del Pacífico es, sin lugar a dudas, uno de los conflictos bélicos 

centrales en la historia peruana, por lo menos hasta el momento. Luego de la derrota 

peruana en las Batallas de Miraflores y Chorrillos, como parte de la campaña terrestre 

de la guerra, el estado chileno estableció un gobierno militar que duro casi 3 años. 

Durante esta ocupación, los chilenos tomaron control de todas las instituciones de valor 

patrimonial, como la Biblioteca Nacional, la Universidad Mayor de San Marcos, la 

Escuela de Ingenieros, el Archivo Nacional, entre muchos otros. 

 
Pinturas como “Los Funerales de Atahualpa”, magnum opus del pintor Luis 

Montero, terminaron adornado edificios estatales chilenos y solo fueron devueltas 

gracias a las gestiones de innumerables intelectuales de la época. En referencia a los 

libros y estatuas, es difícil calcular un número exacto. Se calcula que antes de la guerra 

había más de 50 000 volúmenes bibliográficos y luego de la expoliación quedaba poco 

más de 700. Ricardo Palma, designado en aquella época como director de la Biblioteca 

Nacional, se referiría a este acontecimiento como “crimen de lesa civilización”. (BNP, 

s.f.) 

 
El investigador chileno Milton Godoy Orellana describe como al momento de la 

ocupación chilena existían 31 cajones embalados con equipamiento para el futuro 

Observatorio Astronómico de Lima, los cuales fueron llevados íntegramente para 

equipar el Observatorio Astronómico de Santiago. Además, narra cómo se llevaron las 

esculturas de la capital para embellecer distintas ciudades chilenas y en el colmo del 

absurdo, también se llevaron animales embalsamados y leones (vivos) del zoológico de 

Lima, para equipar al Museo Nacional de Chile y el Zoológico de Santiago 

respectivamente. (Godoy, 2011) 

 
         A lo largo de los años, y gracias al avance de las relaciones bilaterales Perú-Chile y 

los esfuerzos de la Cancillería peruana y el Ministerio de Cultura se ha logrado repatriar 

parte del despojo del cual fue víctima el acervo cultural de nuestro país. Si bien el trabajo 

desarrollado por las entidades peruanas resulta encomiable, se requiere mayor rigurosidad 
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y énfasis en la catalogación de los bienes culturales expoliados durante la ocupación 

chilena. Este esfuerzo permitiría contar con un registro más completo y organizado de los 

bienes culturales actualmente en posesión del Estado peruano o ubicados dentro de sus 

fronteras. 

1.2. Justificación 

       El análisis de la defensa de los bienes culturales muebles (BCM) durante la ocupación 

chilena de Lima adquiere una importancia significativa, no con el propósito de reavivar 

antiguas tensiones entre dos naciones hermanas, sino porque un debate respetuoso sobre 

este asunto puede contribuir a cerrar heridas históricas, abrir nuevas vías de diálogo y 

establecer bases sólidas para la construcción de un futuro común dentro de la comunidad 

latinoamericana. 

       Aunque la investigación centra su atención en los hechos posteriores a la Guerra del 

Pacífico, se espera que sus conclusiones sean útiles para orientar eventuales lineamientos 

de la política exterior peruana, particularmente en lo referido a la recuperación del 

patrimonio mueble que fue ilícitamente perdido en distintos periodos. Asimismo, este 

estudio busca promover espacios de reflexión en respecto al legado histórico mueble en la 

consolidación de la identidad nacional. Bajo esta perspectiva, se pretende revalorizar la 

cultura como eje fundamental de cohesión social. 

      La cultura, en este sentido, constituye un vínculo entre las personas y su territorio, a la 

vez que representa una fuente de orgullo y la base de la identidad nacional. Según 

Nietzsche, la cultura puede entenderse como una fina capa que recubre el caos interior del 

ser humano (como se citó en Pérez, 2018). Por su parte, Habermas sostiene que la cultura 

se manifiesta en conductas comunicativas y formas observables, y no únicamente en 

construcciones subjetivas (como se citó en López, 2020). Ambas posturas no se excluyen, 

sino que se complementan, ya que permiten comprender la cultura como una delicada 

membrana que otorga cohesión a la sociedad. 

Compuesta por personas diversas, la cultura requiere hacerse visible para que 

pueda ser reconocida y valorada por los integrantes de una sociedad; en efecto, no es 

posible apreciar aquello que no se comprende, ni comprender lo que permanece oculto. 

 

En esa línea, una nación carente de cultura, de memoria compartida y de respeto 
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hacia su patrimonio se encamina al fracaso, ya que sin identidad ni cohesión será 

imposible alcanzar objetivos colectivos. Por ello, resulta indispensable diseñar y 

sostener políticas orientadas a la protección y preservación del legado cultural, tanto 

muebles como inmuebles. Dichas acciones no solo generan un sentido de pertenencia y 

solidaridad entre los ciudadanos, sino que además proyectan hacia el exterior la 

voluntad del Perú de resguardar y difundir su legado cultural. En este marco, la 

diplomacia cultural se convierte en un recurso clave para fortalecer la proyección y la 

percepción internacional del país. 

 

De acuerdo con Podestá (2004), la diplomacia cultural constituye un mecanismo 

esencial para consolidar la confianza, la reputación y el prestigio de los Estados. A la 

par, facilita la interacción entre diferentes culturas, promueve la cercanía entre pueblos 

y se vincula cada vez más con intereses económicos y comerciales, ya que se puede 

aportar a estos tanto de forma directa como indirecta. 

 

Con base en esta visión, y a partir del análisis del estado de los bienes culturales 

en el siglo XIX, se profundizará en los hechos ocurridos durante la ocupación de Lima. 

Este examen revelará que, en dicho contexto, no se desplegaron lo necesario para 

salvaguardar la herencia cultural ni se cumplieron los principios, declaraciones y 

disposiciones internacionales vigentes en ese periodo. 

 

Asimismo, se pondrá de relieve que los abusos y delitos cometidos contra el 

patrimonio durante la ocupación de Lima tuvieron repercusiones profundas en la 

memoria colectiva, deteriorando las relaciones bilaterales y generando desconfianza 

entre ambos países. Igualmente, se destacará la relevancia de una eventual repatriación 

de los bienes culturales como referencia jurisprudencial y como un precedente histórico 

en el ámbito latinoamericano. 

 

A partir de lo señalado, la presente investigación plantea un análisis reflexivo 

acerca del grado de resguardo otorgado a los bienes culturales muebles durante y 

posteriormente a la Guerra del Pacífico, reafirmando su papel en la consolidación de la 

identidad nacional. De igual modo, se plantea la necesidad de resguardar aquellos 

bienes actualmente en poder del Estado peruano, así como de impulsar la recuperación 

de los que permanecen bajo custodia de otros Estados o entidades privadas, 
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configurando así una directriz para la diplomacia peruana destinada a identificar, 

rescatar y proteger el patrimonio cultural de la nación. 

 

1.1.1 Viabilidad 

            La viabilidad de esta tesis depende de la adecuada gestión y disponibilidad de los 

medios materiales y económicos, junto con la observancia estricta de los plazos fijados 

para la finalización y entrega del estudio. 

          De igual manera, su factibilidad se respalda en la existencia de investigaciones y 

antecedentes que abordan la temática, así como en la información proporcionada por 

diversas fuentes periodísticas, las cuales han resultado fundamentales para el desarrollo de 

la investigación. 

       Asimismo, el trabajo se ha visto enriquecido gracias al apoyo de especialistas en el 

área, quienes han contribuido de manera significativa al brindar datos y enfoques 

necesarios para el análisis del objeto de estudio. 

          1.1.2 Limitaciones 

     La escasa documentación sobre la defensa de bienes culturales muebles (BCM) 

durante el siglo XIX constituyó una restricción importante, la cual se hizo más evidente 

debido a la investigación. 

    Del mismo modo, la carencia de registros precisos en relación con el número y 

características de los bienes expoliados durante la Guerra del Pacífico representa otra 

limitación relevante. Este vacío refleja, además, una insuficiente iniciativa a nivel nacional 

para lograr una adecuada identificación del patrimonio saqueado. 

Por último, debe señalarse que el corto tiempo otorgado para la ejecución de la 

presente investigación constituye una dificultad significativa, ya que limita la posibilidad 

de profundizar en el carácter tanto descriptivo como exploratorio que plantea esta tesis. 

 
1.2. Objetivos 

 

1.2.1 Objetivo General 

 
Estudiar e identificar los instrumentos del Derecho Internacional Humanitario 

vigentes durante la ocupación chilena de la ciudad de Lima, específicamente en el caso 

de los bienes culturales muebles peruanos trasladados al país sureño. Asimismo, 
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evidenciar la relevancia histórica que el tema de la protección de bienes culturales 

muebles posee y resaltar la necesidad de proteger el patrimonio peruano en la 

actualidad, pues la pérdida de la misma mella la identidad nacional. 

 
1.2.2 Objetivos Específicos 

 
1. Poner en evidencia la gran cantidad de BCM sustraídos durante la ocupación 

chilena de la ciudad de Lima. 

2. Identificar aquellos BCM que pueden ser recuperados mediante negociones y mesas 

de trabajo bilaterales. 

3. Definir la posibilidad de establecer una postura a nivel de Estado que permita 

identificar, proteger y recuperar los bienes culturales en manos de estados 

extranjeros o privados. De esta manera, sentar un precedente y erigir al Perú como 

líder regional en temas de protección del patrimonio. 

4. Dilucidar la importancia de los bienes culturales para la construcción de la identidad 

nacional. 
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1.3. Hipótesis 

 

Los bienes culturales muebles que el ejército chileno obtuvo durante la 

ocupación de la ciudad de Lima fueron obtenidos de manera ilegal, al margen de los 

usos de la guerra, la normativa internacional vigente en aquel entonces y los 

reglamentos que guiaban la actuación de las escuadras militares de aquellas naciones 

involucradas en la guerra. Por lo tanto, su recuperación no es un pedido infundado, sino 

una acción necesaria para sanar viejas heridas y conversar sobre un futuro en común. 

 
1.3.1 Pregunta Central 

 
¿Cuáles eran aquellas normas y convenciones del DIH vigentes durante la 

ocupación de la ciudad de Lima, en materia de protección de los BCM?; y ¿qué puede 

proponerse a nivel de Política Exterior peruana, para su posible recuperación? 

 
1.3.2 Preguntas Específicas 

 
1. ¿Cómo podemos definir con exactitud cuáles y cuantos BCM fueron expoliados 

como parte de la ocupación de la ciudad de Lima? 

2. ¿Es posible definir una trayectoria del destino de los BCM, para determinar si 

están en manos del estado chileno, coleccionistas privados o instituciones 

culturales? 

3. ¿Existe jurisprudencia sobre la devolución del patrimonio injustamente obtenido 

luego de un conflicto armado? 

4. ¿Es posible el abordar este problema a nivel de la Política Exterior peruana, la 

cual se caracteriza por promocionar y proteger el patrimonio cultural mueble, 

inmueble, material e inmaterial? 

5. ¿Cómo podemos evitar fricciones entre ambas naciones durante una posible 

negociación bilateral para la recuperación de los BCM? 
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2. METODOLOGÍA 

 
2.1 Método y tipo de investigación 

 

Esta investigación se caracteriza por tener un enfoque prospectivo, dado que la 

producción académica y bibliográfica vinculada a la defensa de los Bienes Culturales 

Muebles (BCM) peruanos en escenarios de conflicto armado es reducida, y aún más escasa 

en lo que respecta a su análisis como posible herramienta de política exterior del Perú. 

Si bien la Guerra del Pacífico ha sido estudiada de manera amplia por 

investigadores de ambos países, la mayoría de los trabajos priorizan perspectivas históricas 

o antropológicas. En ese sentido, no se cuenta con evaluaciones específicas sobre los BCM 

que fueron sustraídos de forma ilícita a raíz del conflicto. En consecuencia, el presente 

trabajo incorpora un enfoque descriptivo, al incluir un inventario de los bienes expoliados, 

elaborado a partir de la confrontación y contraste de diversas fuentes documentales. 

El método principal aplicado es el documental, puesto que el análisis de 

bibliografía, archivos y material periodístico ofrece la posibilidad de una comprensión más 

profunda del problema y de su trascendencia. A la par, se emplea un análisis comparativo y 

de extrapolación, mediante el cual se examina la situación a la luz de las disposiciones del 

Derecho Internacional Humanitario (DIH) y del Derecho Penal Internacional (DPI), tanto 

desde una perspectiva histórica como en su aplicación vigente. 

2.2 Población 

Los BCM comprenden todos aquellos bienes que, por sus características, pueden 

ser trasladados de su lugar de origen. Son considerados patrimonio debido a que poseen un 

valor cultural, simbólico, histórico y estético, entre otros aspectos. 

De acuerdo con el Ministerio de Cultura de Colombia (s.f.), dentro de esta categoría 

se incluyen pinturas, esculturas, dibujos, placas conmemorativas, imágenes fotográficas, 

grabados, litografías y matrices originales; a ello se suman objetos de carácter litúrgico y 

de uso común, vestimenta tanto religiosa como civil, mobiliario doméstico y eclesiástico, 

piezas vinculadas a la ciencia, instrumentos musicales, armamento, monedas, billetes, 

sellos fiscales y postales, medallas, así como documentos bibliográficos y de prensa. 

 

2.3 Técnicas 
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2.3.1 Técnicas de recojo de información 

 
- Revisión de fuentes secundarias, bibliográficas y periodísticas. 

- Revisión de la normativa y documentación internacional relativa a la definición 

del concepto de bien cultural, patrimonio y el derecho a la cultura. 

- Revisión de los instrumentos internacionales relativos a la protección de BCM 

en caso de conflicto armado en el siglo XIX y en la actualidad. 

 
2.3.2 Técnicas de procesamiento de información 

 
Se han utilizado tablas para el procesamiento ordenado de la información en 

aquellos casos que se ha considerado necesario. 

 
 

 
2.4 Confiabilidad 

 

La credibilidad de las fuentes escogidas asegura un correcto desarrollo del tema 

de investigación. Se buscarán fuentes de ambas partes involucradas, para reducir el 

sesgo tanto como sea posible. 

 
 

 
2.5 Limitaciones 

 

La determinación de los bienes expoliados se basa en documentos de la época y 

en investigaciones de otros autores, lo cual podría conllevar a ciertos vacíos en la 

información, al ser un tema tan poco estudiado. 
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CAPITULO II: 

 
1. MARCO TEÓRICO 

 

Para llevar a cabo esta investigación fue fundamental recopilar y analizar 

información relacionada con el derecho a la cultura, su relevancia en el fortalecimiento de 

la identidad nacional y, de manera particular, en lo referido a la salvaguardia de los Bienes 

Culturales Muebles (BCM) en escenarios de guerra, así como en las posibilidades de su 

utilización dentro de la política exterior. 

Con este objetivo se revisaron fuentes académicas especializadas, documentos 

digitales, artículos periodísticos y de revistas, además de investigaciones previas, con la 

finalidad de alcanzar una comprensión más amplia de los temas estudiados. En los 

capítulos siguientes se expondrán las definiciones de los conceptos clave, a fin de 

establecer un marco conceptual que respalde el desarrollo de este trabajo. 

1.1 Derecho a la cultura 

De acuerdo con la Real Academia Española (RAE), la cultura se entiende como el 

conjunto de formas de vida, tradiciones, saberes y el nivel de desarrollo alcanzado en lo 

artístico, lo científico y lo industrial por una sociedad o grupo en un periodo histórico 

determinado. 

En base a esta definición, el jurista español Antonio Rovira plantea que la cultura 

constituye un compendio de conocimientos, prácticas de vida, tradiciones, expresiones 

artísticas y saberes científicos, los cuales se transforman, se pierden o se consolidan con el 

paso del tiempo (Rovira, 2017). 

Desde el punto de vista etimológico, el término proviene del latín colere, 

originalmente vinculado al cultivo de la tierra, pero que en la Antigüedad adquirió también 

un sentido figurado. En el año 44 a.C., Cicerón, en Disputationes tusculanae, utilizó la idea 

de que la filosofía constituía una forma de cultivo del espíritu (Corominas, 1987; Gallego, 

2006, como se citó en García García, 2021, pp. 20-21). Así, la cultura puede entenderse 

como el “cultivo” de las cualidades que caracterizan a los seres humanos en su vida 

organizada en sociedad. 

En esta línea, García García (2021) sostiene que, dentro de la tradición occidental, 

se ha reconocido de manera constante la existencia de dos realidades diferenciadas pero 
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interdependientes: la naturaleza y la cultura. La primera se refiere a aquello que surge sin 

intervención humana, mientras que la segunda se constituye como producto de la acción 

del hombre. De acuerdo con Häberle (2002), si la naturaleza se concibe como una creación 

originaria o resultado de la evolución, la cultura puede ser entendida como una “segunda 

creación” derivada de la acción humana. 

La naturaleza, por tanto, existe de manera independiente, sin requerir de la 

humanidad para ser reconocida; en cambio, la cultura necesita ser construida y valorada 

socialmente para adquirir significado. Para García García (2021), mientras la naturaleza se 

manifiesta en su mera existencia, la cultura implica un proceso u objeto al cual se le 

atribuye un valor. En consecuencia, mitos, leyendas, creencias, instituciones políticas o 

costumbres también son parte de lo cultural, aun cuando carezcan de materialidad, porque 

expresan significados socialmente compartidos. 

En esta misma línea, ya Goethe, en Natur und Kunst (1800), advertía que la 

naturaleza y el arte, pese a parecer opuestos, se encuentran y complementan, coexistiendo 

como realidades que se enriquecen mutuamente. 

La cultura, a lo largo del tiempo, ha recibido múltiples definiciones: algunas con un 

enfoque antropológico, en las que se aproxima al concepto de civilización; otras desde una 

perspectiva filosófica, que la conciben como el conjunto de logros científicos, intelectuales 

o artísticos, independientemente de que se materialicen en obras concretas (García Cívico, 

2018). 

A pesar de estas diferencias, existe consenso en que la cultura constituye una 

memoria social heredada que no se transmite genéticamente, sino que es producto de la 

capacidad simbólica del ser humano y se conserva a través de las generaciones dentro de 

los distintos grupos sociales (Prieto de Pedro, 2013, como se citó en García García, 2021, 

p. 22). 

 

Con el propósito de adoptar una definición de carácter institucional, cabe 

mencionar que durante la Conferencia Mundial sobre Políticas Culturales 

(MONDIACULT), la UNESCO (1982) entendió la cultura en un sentido amplio, 

describiéndola como el conjunto de rasgos espirituales, materiales, intelectuales y 

afectivos que distinguen a una comunidad o grupo social. Esta visión no se limita a las 

expresiones artísticas o literarias, sino que también abarca los estilos de vida, los valores 
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fundamentales de los derechos humanos, los sistemas de creencias, las tradiciones y las 

costumbres. 

 

En esa línea, la cultura funciona como un vínculo entre las personas y su 

territorio, convirtiéndose en una fuente de orgullo y en la base de la identidad nacional. 

Según Schwanitz (2003, citado en Méndez Chumpitazi, 2016), la cultura supone el 

conocimiento de los aspectos centrales que configuran la historia de la civilización. 

 

Por su parte, Matthew Arnold, poeta y crítico inglés, concibe la cultura como la 

búsqueda de la excelencia del ser humano. A su vez, Ortega y Gasset, filósofo español, 

la entiende como todo aquello que el individuo incorpora a su propia naturaleza, lo que 

surge de su libertad y conciencia, y que refleja su espíritu (García García, 2021). Al ser 

producto de decisiones conscientes del ser humano, la cultura es el mejor ejemplo de la 

libre elección. Producto de su espíritu, de su curiosidad o interés, cada individuo o 

colectivo incorpora a su naturaleza aquello que considera valioso, útil o sugerente. Así, 

la cultura se convierte en un cúmulo de experiencias y decisiones que transforman la 

esencia del ser humano. Este proceso transformativo debe ser verificable mediante 

nuestros sentidos. 

 
Por lo tanto, todo aquello que se descarta, que no se comprende, no se entiende, 

o en última instancia, no es observable, deja de formar parte del acervo cultural de una 

comunidad. Por consiguiente, la pérdida de patrimonio, ya sea por destrucción, o en el 

caso de los bienes muebles, por su traslado a otro territorio, resulta en la pérdida de 

cultura.  

 

La definición jurídica de la cultura sigue siendo imprecisa, tanto en el marco 

normativo peruano como en otros sistemas jurídicos occidentales. Según García García 

(2021), quien a su vez retoma a Prieto de Pedro, es posible identificar dos concepciones 

fundamentales: 

 

● Noción general: concibe la cultura como cumulo de bienes y valores 

espirituales creados por el ser humano por medio de de la interpretación. 

 

● Noción colectiva o étnica: entiende la cultura como la manifestación de 
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un modo de ser propio de una comunidad, pueblo o nación. 

 

Ambas perspectivas resultan complementarias y de interés jurídico, pues 

representan dos dimensiones inseparables de un mismo fenómeno (García García, 2021). 

 

Para Girola & Thomasz (2013), la expresión derecho a la cultura, tal y como la 

entendemos, no ha sido codificada por el derecho positivo hasta el momento. Aun así, las 

prácticas y costumbres sociales lo han consagrado como un derecho indirecta e 

implícitamente. 

 

De acuerdo a Yúdice, la cultura es un medio para hacer ciudad y construir 

ciudadanía, así como un método para obtener un espacio en la urbe. Amendola, a su vez, 

introduce el concepto de “derecho a la belleza”, plantea que la ciudadanía debe tener la 

capacidad de apreciar la belleza y el patrimonio que ofrece la ciudad, participar en las 

actividades artísticas o culturales que ésta propone, o incluso crearlas y producirlas, con el 

propósito de disfrutar y hacer suyos los espacios públicos. (Yúdice, 2002 & Amendola, 2000 

como se cita en Girola & Thomasz, 2013) 

 
Podemos extrapolar el concepto de hacer ciudad con la idea de hacer nación, de 

construir una identidad nacional. Si uno es incapaz de valorar la cultura, su belleza e 

importancia tampoco podrá sentirse parte de una comunidad. Girola & Thomasz (2013), 

entienden a la cultura como recurso para la construcción de ciudadanía, pues la cultura 

tiende a convertirse en un valor y, desde allí, en un imperativo o exigencia. En 

consecuencia, quienes no tengan acceso a la cultura y a los valores que ella genera, no 

sólo verán limitada su capacidad de acceder a la ciudad y apropiarse de sus espacios, 

sino que también verán disminuida su condición de ciudadanos. 

 
1.1.1. Derecho a la cultura como un derecho humano 

 
Champeil-Desplats (2010), identifica dos aproximaciones principales al 

concepto de cultura: una de carácter universalista y otra de enfoque diferencialista. Las 

definiciones jurídicas de este derecho oscilan entre las dos. 

 

Desde la perspectiva universalista, la cultura se concibe como una única 

manifestación capaz de iluminar el espíritu humano y llevarlo a un nivel mayor del 
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común de conocimiento, pensamiento y educación, mas allá de disparidades históricas, 

geográficas o sociales. En contraste, la visión diferencialista sostiene que la cultura es 

diversa. Claude Lévi-Strauss, en su ensayo Race et histoire (1952), elaborado para la 

UNESCO, analiza en detalle la pluralidad cultural de la humanidad, destacando las 

dificultades para establecer, medir o jerarquizar dicha diversidad. Según él, la 

afirmación de la igualdad de todos los seres humanos no debe implicar la negación de 

esta diversidad, pues el ser humano no desarrolla su naturaleza en una humanidad 

abstracta, sino dentro de culturas tradicionales definidas por un contexto específico en 

tiempo y espacio (Champeil-Desplats, 2010). 

 

Resumiendo, en términos jurídicos los conceptos planteados por Champeil- 

Desplats (2010), la concepción universalista propugna un derecho universal de acceso a 

la cultura, en tanto la concepción diferencialista aboga por el derecho de cada uno a la 

cultura de su elección y a la identidad cultural. Para el diferencialismo, la cultura es una 

seña de identidad particularizada del hombre y sus obras. 

 
Sin embargo, ambos conceptos no son necesariamente incompatibles. Debemos 

descartar las perspectivas maniqueístas que enfrentan ambas posturas. En el marco de la 

ONU y la UNESCO, ambos enfoques coexisten en las declaraciones, documentos y 

discusiones que se generan durante sus sesiones. El derecho a la cultura se concibe 

como un derecho universal en la medida en que se relaciona con la posibilidad de 

disfrutar de la cultura de la humanidad en general, así como con la determinación de 

aquello que se reconoce como Patrimonio de la Humanidad. Del mismo modo, este 

derecho adquiere una connotación particular cuando se relaciona con la identidad 

cultural y con la práctica de manifestaciones propias de cada comunidad. 

 

Se trata de un derecho de carácter esencial, reconocido en el artículo 27 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), aprobada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas en París. En dicho precepto se señala que toda persona 

posee la libertad de participar en la vida cultural de su grupo, disfrutar de las 

expresiones artísticas, intervenir en los avances científicos y beneficiarse de sus 

resultados. 
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Asimismo, reconoce la salvaguarda de los derechos tanto morales como 

patrimoniales que surgen de las producciones científicas, literarias o artísticas de autoría 

individual. 

 

Numerosos artículos, documentos y declaraciones han sido promulgados de 

manera posterior para darle al derecho a la cultura un mayor marco teórico, así como 

explicar sus límites y alcances. Champeil-Desplats (2010) enumera algunos de estos 

documentos, sin especificar aquellas partes donde el derecho a la cultura es mencionado 

o definido. En orden cronológico, los escritos más importantes respecto a la cultura 

como derecho humano son los que se desarrollarán a continuación.  

 

En 1966, la Declaración sobre Principios de Cooperación Cultural Internacional 

(1996) estableció en su primer artículo que cada manifestación cultural posee dignidad 

intrínseca y valor propio que requieren reconocimiento y salvaguarda, mientras que 

cada pueblo posee tanto el derecho como la responsabilidad de cultivar y desarrollar su 

expresión cultural. Además, reconoció que, mediante su riqueza diversa y la interacción 

recíproca entre distintas tradiciones, el conjunto de las culturas constituye el acervo 

compartido de la humanidad. Su segundo artículo dispuso que los Estados procurarán 

impulsar el crecimiento coordinado y, cuando sea factible, simultáneo de la cultura en 

sus múltiples dimensiones, buscando establecer un equilibrio entre el avance 

tecnológico y el desarrollo intelectual y ético de la sociedad. Asimismo, el tercer 

artículo dispuso que la cooperación cultural en el plano internacional abarcaría la 

totalidad de las actividades intelectuales y creativas vinculadas con la educación, la 

ciencia y la cultura. 

 

Ese mismo año, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de 1966, en su artículo 15, reconoció que toda persona posee el derecho a 

intervenir en la vida cultural, disfrutar de los beneficios del desarrollo científico y 

recibir protección respecto de los intereses morales y materiales relacionados con sus 

propias producciones científicas, literarias o artísticas. Asimismo, el tratado estableció 

que los Estados parte deben adoptar medidas que garanticen el ejercicio efectivo de 

estos derechos, lo que incluye la conservación, promoción y difusión tanto de la ciencia 
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como de la cultura. De igual manera, los Estados asumieron la responsabilidad de 

asegurar la libertad indispensable para la investigación científica y la creación artística, 

valorando los beneficios derivados del impulso a la cooperación y al intercambio 

cultural y científico en el ámbito internacional. 

 

Una década más tarde, la Recomendación sobre la Participación y Contribución 

Popular en la Vida Cultural (1976) delineó el conjunto de acciones que los Estados 

Miembros deberían implementar para democratizar los recursos e instrumentos 

culturales. Su finalidad era garantizar que todas las personas pudieran intervenir 

activamente en la producción cultural y, al mismo tiempo, acceder a sus beneficios en 

consonancia con las necesidades del desarrollo social. Este documento entendió el 

acceso cultural como la posibilidad efectiva de informarse, educarse, comprender y 

disfrutar de los bienes y valores culturales mediante condiciones socioeconómicas 

adecuadas. Asimismo, definió la participación cultural como la garantía de que toda 

persona o grupo pueda expresarse, actuar y crear libremente, favoreciendo el desarrollo 

individual, la vida en armonía y el progreso de la sociedad en su conjunto. Igualmente, 

conceptualizó la comunicación como el intercambio de información, ideas y 

conocimientos entre individuos o comunidades, en un marco de diálogo, solidaridad y 

respeto por la diversidad, con el objetivo de fortalecer el entendimiento mutuo y la paz. 

 

Con posterioridad, la Declaración de México sobre Políticas Culturales (1982) 

sostuvo que la diversidad de culturas integra el patrimonio común de la humanidad, 

destacando que la identidad cultural de los pueblos se fortalece y enriquece a través del 

contacto con las tradiciones y valores de otras comunidades. Bajo esta perspectiva, 

definió la cultura como un proceso de diálogo, intercambio y reconocimiento mutuo, 

advirtiendo que el aislamiento conduce a su empobrecimiento e incluso a su 

desaparición. Asimismo, resaltó la importancia de reconocer la igualdad y dignidad de 

todas las expresiones culturales, así como el derecho de cada pueblo a preservar su 

propia identidad. De ello se desprende que las comunidades no solo tienen el derecho, 

sino también la responsabilidad de proteger su patrimonio cultural, dado que la 

identidad social se manifiesta en los valores que alimentan su creatividad. 
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Más adelante, la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU 

(1996) exhortó a los Estados Miembros a incorporar en sus normativas y políticas de 

desarrollo nacional disposiciones que garanticen la promoción y protección de los 

derechos humanos. De igual modo, los instó a elaborar planes de acción nacionales 

orientados a asegurar, al menos, la cobertura de los niveles básicos esenciales de los 

derechos económicos, sociales y culturales. 

 

En la misma línea, la Declaración Universal sobre Diversidad Cultural (2001) 

sostuvo que la defensa de la diversidad cultural constituye un deber ético inseparable 

del respeto a la dignidad humana. Ello implica comprometerse a garantizar los derechos 

humanos y las libertades fundamentales, con especial atención a las minorías y a los 

pueblos indígenas. En consecuencia, precisó que la diversidad cultural no puede ser 

invocada como pretexto para vulnerar derechos reconocidos por el derecho 

internacional ni para restringir su ejercicio. Asimismo, afirmó que los derechos 

culturales forman parte integral de los derechos humanos, caracterizados por su 

universalidad, interdependencia e indivisibilidad, y que el desarrollo de una diversidad 

creativa depende del goce pleno de tales derechos.  

 

Se reconoció que toda persona posee el derecho a expresarse, crear y difundir en 

la lengua de su preferencia, particularmente en su idioma materno, acceder a una 

educación de calidad que respete su identidad cultural y participar en las 

manifestaciones culturales de su elección, siempre que dichas prácticas se desarrollen en 

concordancia con los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

 

En esta línea, la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas (2002; 2003) reafirmó que los derechos culturales constituyen una 

parte inseparable de los derechos humanos, los cuales se caracterizan por su 

universalidad, indivisibilidad e interdependencia. Asimismo, subrayó que toda persona 

tiene derecho a participar activamente en la vida cultural de su comunidad, disfrutar de 

las artes y beneficiarse de los avances científicos y de sus aplicaciones. Estas 

resoluciones señalaron que los Estados tienen la obligación principal de garantizar el 

pleno ejercicio de los derechos culturales y de promover el respeto a la diversidad de 



XXXII
 

 

identidades culturales. Del mismo modo, pusieron de relieve que la protección y 

promoción de tales derechos resultan fundamentales para preservar la diversidad 

cultural en el marco de la globalización, siempre bajo el respeto irrestricto de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidas en el derecho 

internacional, lo que fortalece su goce efectivo. 

 

Posteriormente, la Convención sobre la Protección y Promoción de la 

Diversidad de las Expresiones Culturales (2005) fue adoptada con el objetivo de 

salvaguardar y promover la diversidad cultural, resaltar su valor en los planos local, 

nacional e internacional y destacar la estrecha relación existente entre cultura y 

desarrollo, especialmente en los Estados en proceso de desarrollo. Este instrumento 

también buscó apoyar tanto las medidas nacionales como las iniciativas internacionales 

destinadas a visibilizar la relevancia de dicho vínculo, al tiempo que reafirmó la 

soberanía de los Estados para establecer e implementar políticas dirigidas a proteger y 

fomentar la diversidad de expresiones culturales en sus territorios. 

 

La Convención incorporó principios esenciales, siendo uno de los más 

relevantes el respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales. Dicho 

principio establece que la preservación y promoción de la diversidad cultural solo es 

posible en un marco de garantía plena de la libertad de expresión, de información y de 

comunicación. Por ello, ninguna de sus disposiciones puede interpretarse como una 

justificación para vulnerar los derechos humanos reconocidos en el ámbito 

internacional. 

 

El segundo es el principio de soberanía, que reconoce la capacidad de los 

Estados para diseñar y ejecutar políticas culturales, en concordancia con la Carta de las 

Naciones Unidas y con el derecho internacional. También incluyó el principio de igual 

dignidad y respeto por todas las culturas, destacando que el reconocimiento y la 

valoración de todas las expresiones culturales, incluidas las de minorías y pueblos 

indígenas, es indispensable para su protección y promoción. De igual modo, se 

incorporó el principio de desarrollo sostenible, en el que se considera a la diversidad 

cultural como una fuente de riqueza que resulta esencial para garantizar un desarrollo 
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equilibrado que beneficie tanto a las generaciones actuales como a las futuras. 

Finalmente, estableció el principio de acceso equitativo, que asegura la importancia de 

facilitar la disponibilidad de expresiones culturales diversas de distintas regiones del 

mundo, así como de garantizar que todas las culturas dispongan de medios para su 

expresión y difusión, contribuyendo así al entendimiento mutuo. 

 

A la luz de estos instrumentos, puede sostenerse que el derecho a la cultura ha 

sido consolidado como un derecho fundamental en el marco del sistema internacional de 

derechos humanos. Su carácter universal o diferencial ya no está en duda; el debate 

actual se centra en precisar su alcance y en delimitar sus fronteras jurídicas, más que en 

cuestionar su reconocimiento normativo. 

 

1.2.Bienes Culturales 

 

En la actualidad el concepto de bien cultural resulta común, aunque su 

reconocimiento formal dentro del ámbito jurídico internacional ocurrió recién en 1954. 

Conforme al artículo 1 de la Convención de La Haya para la Protección de los Bienes 

Culturales en caso de Conflicto Armado (1954), dicha categoría comprende diversos 

elementos que forman parte del patrimonio cultural de los pueblos. 

Entre ellos se encuentran, en primer término, los bienes muebles e inmuebles que 

poseen un valor significativo para la herencia cultural, como monumentos arquitectónicos, 

artísticos o históricos, sean religiosos o civiles, sitios arqueológicos, conjuntos de 

edificaciones con importancia histórica o artística, obras de arte, manuscritos, libros y otros 

materiales de interés cultural. 

De igual manera, comprende colecciones científicas, bibliográficas o documentales 

de gran importancia, junto con las copias o reproducciones de los mismos. 

En segundo lugar, se consideran bienes culturales aquellos edificios cuya finalidad 

principal sea conservar o exhibir las piezas mencionadas, como museos, archivos, 

bibliotecas relevantes, depósitos o refugios destinados a su protección. Finalmente, entran 

en esta definición los espacios que reúnen un número considerable de tales elementos, los 

cuales reciben la denominación de centros monumentales. 
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Una segunda aproximación al concepto fue elaborada por la Comisión Franceschini 

(1964), grupo conformado en Italia bajo la dirección del diputado Francesco Franceschini, 

con el objetivo de replantear la gestión y valoración del patrimonio cultural de ese país. 

Debido a que los bienes culturales representan testimonios de civilización e 

identidad colectiva, han sido históricamente objeto de saqueos y destrucción. Pocas 

pérdidas afectan tanto a una nación como aquellas que atentan contra los símbolos que la 

definen. De hecho, muchos museos extranjeros albergan piezas obtenidas de manera ilegal 

o en circunstancias poco claras. En esta línea, Badenes Casino (2005) señala que a lo largo 

de los siglos el saqueo de castillos, templos, sitios arqueológicos, esculturas o pinturas ha 

constituido una práctica común en contextos bélicos. Asimismo, numerosos bienes 

arrebatados en guerras internacionales o conflictos internos nunca fueron restituidos a sus 

países de origen, lo que representa un problema histórico de gran relevancia. 

Sin embargo, este análisis no busca legitimar la expoliación cultural. Si bien en el 

marco de la guerra se impone la lógica de vencer o ser vencido, a lo largo del tiempo se 

han configurado códigos de honor y normas específicas que regulan la protección de los 

bienes culturales. Dichos marcos normativos se han ido desarrollando con ritmos distintos 

según el contexto internacional y las etapas de paz o conflicto. 

 

    1.3 Patrimonio Cultural 

Tal como se señaló en el apartado anterior, desde la experiencia de la Comisión 

Franceschini se consolidó la relación entre el concepto de bien cultural y el de patrimonio 

cultural. Un bien cultural posee valor en tanto constituye un testimonio de civilización; al 

estar vinculado a un territorio y, por ende, a un Estado, pasa a integrarse en su patrimonio. 

En el caso peruano, la definición de patrimonio cultural está contenida en la Ley 

N.º 28296, Ley General del Patrimonio Cultural de la Nación (2004), el artículo II del 

Título Preliminar dispone que esta categoría abarca todas las expresiones del quehacer 

humano que, por su importancia o significado —ya sea de naturaleza paleontológica, 

arqueológica, arquitectónica, histórica, artística, militar, social, antropológica, religiosa, 

etnológica, científica, tecnológica o intelectual—, sean oficialmente reconocidas como 

tales o estén amparadas por la presunción legal de poseer dicha condición. 
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Del mismo modo, la norma establece que el patrimonio cultural peruano se divide 

en bienes materiales e inmateriales, y dentro de los primeros distingue entre muebles e 

inmuebles (Méndez Chumpitazi, 2016). 

El concepto de patrimonio es, en gran medida, una construcción de carácter legal, 

creada para designar aquellos bienes cuya importancia para una comunidad, región o para 

la humanidad entera justifica su protección, catalogación y conservación. Debido a ello, su 

desarrollo ha sido constante tanto en organismos internacionales como en legislaciones 

nacionales. 

Luis Millones (1986) plantea que la protección del patrimonio monumental puede 

analizarse desde dos perspectivas complementarias. La primera, de alcance internacional, 

se refleja en el rol de organismos como la UNESCO, que han ejercido presión moral sobre 

los Estados para que reconozcan la relevancia de este patrimonio y adopten medidas de 

preservación. La segunda, de carácter nacional, corresponde a los aportes de especialistas 

como arqueólogos e historiadores, quienes han manifestado públicamente la necesidad de 

fomentar la conservación a través de investigaciones y pronunciamientos dirigidos a 

sensibilizar a la sociedad. 

El sentido universal del patrimonio se evidencia en la Convención de La Haya 

de 1954, que, según Toman (2004), establece que la protección del patrimonio cultural 

no es solo responsabilidad del Estado donde se ubica, sino que constituye un bien de 

gran relevancia para todos los pueblos, por lo que merece una salvaguarda de alcance 

internacional. 

 

En este contexto, la protección del patrimonio se concibe como un compromiso 

tanto moral como jurídico de la humanidad, que reconoce en él un testimonio de su 

historia y una referencia para orientar su porvenir. 
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2. LA PROTECCIÓN DE BIENES CULTURALES MUEBLES EN EL DIH 

 
La protección de BCM en caso de conflicto armado ha evolucionado 

enormemente a través del tiempo mediante las disposiciones del Derecho Internacional 

hasta llegar a la adopción del Segundo Protocolo Adicional a la Convención de La 

Haya, su cúspide. 

 
Badenes Casino (2005) resalta que la protección de los bienes culturales fue 

progresiva, pues en un inicio su valor no era reconocido. Con el tiempo, la sociedad 

internacional redescubrió el valor de las obras de arte como objetos que honran y 

enriquecen a toda la humanidad y de esta manera, se difundió gradualmente la idea que 

los bienes culturales merecen un trato privilegiado de respeto y una protección especial, 

sobretodo en tiempos de guerra, pues los bienes culturales, como manifestación del 

espíritu creativo del hombre, merecen ser respetados y conservados para heredarlos a las 

futuras generaciones independientemente de la situación política, social y religiosa del 

territorio donde estén. 

 
A lo largo de la historia, la humanidad ha presenciado innumerables conflictos 

bélicos de gran crueldad a lo largo de su historia, las cuales han ocasionado 

innumerables víctimas. Aunque sea difícil de aceptar, los conflictos armados son hechos 

recurrentes en el desarrollo de la humanidad, y sus consecuencias ha sido sufridas por 

millones de personas, incluso hoy en día. La devastación causada por estos 

enfrentamientos hizo patente la necesidad de reglamentarlos. Por esta razón y ante la 

necesidad inmediata de brindar asistencia a las personas afectadas por los conflictos, 

incluyendo heridos, prisioneros, náufragos y otros, se firmaron en 1949 los primeros 

Convenios de Ginebra, gracias a los esfuerzos de la sociedad internacional y, en 

especial, la Cruz Roja Internacional. No es una exageración el afirmar que estos 

Convenios sentaron las bases del Derecho Internacional Humanitario (DIH). 

 
No obstante, el desarrollo del Derecho Internacional Humanitario (DIH) a lo 

largo del tiempo no se ha limitado únicamente a brindar protección a la población civil, 

a los no combatientes o a las personas que se encuentran inmersas en contextos bélicos. 

De manera paralela, también se ha orientado hacia la defensa y respeto de la dignidad de 

quienes resultan afectados, sin vincular necesariamente esta noción al derecho a la vida 

ni a la preservación de la integridad física. 
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Según Sandoz (2000), resguardar la dignidad de una colectividad implica 

igualmente proteger su patrimonio cultural, dado que los ataques intencionales contra 

estos bienes reflejan desprecio y pueden anticipar violaciones de mayor gravedad. Por 

esta razón, su conservación constituye una parte esencial de las medidas humanitarias 

destinadas a la protección de las poblaciones en riesgo. 

 

Si bien en algunas circunstancias la pérdida de bienes culturales ocurre de 

manera accidental, existen ocasiones en que su destrucción se justifica bajo argumentos 

de necesidad militar. No obstante, en la práctica, la realidad demuestra que en la 

mayoría de situaciones los bienes culturales son destruidos de manera intencional. 

Según Bugnion (2004), la demolición de templos, monumentos o manifestaciones 

artísticas tiene como propósito anular la identidad del enemigo, borrar su memoria 

histórica, sus valores y creencias, y, en consecuencia, eliminar todo vestigio de su 

existencia. 

 

En la actualidad, la salvaguarda del patrimonio cultural en escenarios de guerra 

se ha consolidado como uno de los ejes fundamentales del Derecho Internacional 

Humanitario. La suscripción de tratados y convenios en este ámbito constituye el 

resultado de un proceso gradual en el que los Estados reconocieron la necesidad de 

proteger el legado cultural, no solo como una manifestación de sus identidades 

nacionales, sino también como un patrimonio común de la humanidad (Méndez 

Chumpitazi, 2016). 

 

Los primeros antecedentes normativos en el ámbito de la salvaguardia del 

patrimonio cultural se remontan a la Guerra Civil de los Estados Unidos. Las graves 

consecuencias de este enfrentamiento llevaron, en 1863, a la promulgación de las 

Instrucciones para la conducta de los ejércitos en campaña, dictadas por el presidente 

Abraham Lincoln y conocidas posteriormente como el Código de Lieber, en 

reconocimiento a su autor, Francis Lieber.  

 

El artículo 35 de este documento otorgaba un trato especial de protección a obras 

de arte, bibliotecas, colecciones e instrumentos científicos, exigiendo su preservación 

frente a daños evitables e incluso durante asedios o bombardeos en zonas fortificadas. 
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Asimismo, el artículo 36 establecía que, aunque las fuerzas vencedoras podían trasladar 

o confiscar dichos bienes culturales, no se autorizaba su venta, apropiación privada, 

destrucción o deterioro (UNESCO, Carpeta Informativa, 2008). 

 

Durante los meses de julio y agosto de 1874 se celebró en Bruselas una 

conferencia que dio lugar a la Declaración Internacional sobre las Leyes y Costumbres 

de la Guerra. Aunque los Estados que participaron no llegaron a ratificar este 

documento, su contenido incluyó disposiciones que más adelante se convertirían en 

referencia fundamental para la elaboración de otros instrumentos jurídicos 

internacionales (Pardo, 2003). 

 

En el artículo 8 de dicha declaración se establecía que los bienes pertenecientes a 

municipalidades, entidades religiosas, educativas, artísticas, científicas o de asistencia 

social, junto con aquellos bajo dominio estatal, debían recibir la misma protección que 

la propiedad privada. Además, cualquier acto de incautación, destrucción o daño 

deliberado en contra de monumentos históricos, obras artísticas o científicas sería objeto 

de sanción por parte de las autoridades competentes. 

 

A su vez, el artículo 17 señalaba que, en tiempos de conflicto armado, se debían 

adoptar medidas para preservar, en la medida de lo posible, los edificios destinados al 

culto religioso, al arte, la ciencia, la beneficencia, así como hospitales y centros de 

atención de heridos y enfermos, siempre que no fueran utilizados con propósitos 

bélicos. 

 

Posteriormente, en 1899 y 1907, se llevaron a cabo las Conferencias de La Haya, 

organizadas por iniciativa del zar Nicolás II de Rusia y convocadas por el gobierno de 

los Países Bajos. Estos encuentros marcaron un hito en la evolución del Derecho 

Internacional Humanitario, pues reforzaron la idea de que la protección del patrimonio 

cultural debía ser garantizada incluso en contextos de guerra terrestre. 

 

El trabajo de la primera conferencia se organizó mediante tres comisiones 

especializadas, responsables del control de armamentos y medios bélicos, de las normas 

jurídicas aplicables en conflictos armados y de los mecanismos para resolver disputas 

internacionales sin recurrir a la guerra. Esta estructura de trabajo resultó en la adopción 



XXXIX
 

 

de tres acuerdos internacionales: uno sobre las normas que rigen la guerra en territorio 

continental, otro que extendió los principios de la Convención de Ginebra de 1864 sobre 

la Cruz Roja a los conflictos navales, y un tercero orientado a establecer procedimientos 

pacíficos para dirimir controversias entre naciones (Méndez Chumpitazi, 2016). 

 

Durante este primer encuentro internacional, merece especial atención la 

inclusión de dos preceptos específicos en el Reglamento complementario a la 

Convención, los cuales abordan directamente la salvaguarda del patrimonio cultural en 

contextos de guerra. Así, el precepto 27 determina que durante operaciones de asedio o 

bombardeo, las fuerzas militares tienen la obligación de tomar todas las precauciones 

factibles para preservar construcciones dedicadas a actividades religiosas, 

manifestaciones artísticas, investigación científica y obras caritativas, así como sitios de 

valor histórico, centros hospitalarios y espacios que alberguen personas enfermas o 

lesionadas, bajo la condición de que estos lugares no sean empleados para propósitos 

militares. Este artículo también establece que quienes defienden estos sitios deben 

marcarlos de manera claramente visible e informar con anticipación a las fuerzas 

atacantes. 

 

Además, el precepto 56, por otro lado, establece que los bienes de uso colectivo 

y aquellos que pertenecen a organizaciones de carácter religioso, caritativo, educativo, 

artístico o científico, aun cuando sean de propiedad estatal, deben ser tratados con las 

mismas consideraciones aplicables a la propiedad de particulares. Este artículo también 

establece prohibiciones expresas y sanciones contra cualquier forma de apropiación 

indebida, destrucción o deterioro intencional de tales bienes, incluyendo 

específicamente sitios históricos, creaciones artísticas y productos del conocimiento 

científico (Convención de La Haya, 1899). 

 

Transcurridos ocho años, se organizó un segundo encuentro internacional en La 

Haya (1907), en el cual el Perú participó activamente. Este segundo evento estableció 

cuatro grupos de trabajo especializados y logró la adopción de trece instrumentos 

jurídicos internacionales, incluyendo uno específicamente dedicado a las regulaciones 

aplicables en conflictos terrestres. La Convención mencionada incorporó dos 

disposiciones específicas sobre la preservación del patrimonio que, según lo dispuesto 

en el artículo 4° del mencionado instrumento, sustituirían las normas establecidas en el 
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acuerdo de 1899. 

 

Es fundamental referirse al "Tratado sobre Protección de Instituciones Artísticas 

y Científicas y Monumentos Históricos", desarrollado por Nicholas Konstantin Roerich 

en 1929 y formalizado el 15 de abril de 1935. Debido a su origen y en reconocimiento a 

su creador, este instrumento internacional es comúnmente denominado "Pacto Roerich". 

La propuesta central de este acuerdo radica en el reconocimiento jurídico de que la 

protección de los bienes culturales debe tener precedencia sobre las consideraciones 

militares convencionales, priorizando la preservación cultural por encima de cualquier 

necesidad bélica. Además, el Pacto Roerich constituyó un antecedente crucial para el 

desarrollo de las normativas internacionales destinadas a la protección de bienes 

culturales que se establecieron tras la Segunda Guerra Mundial. Sin embargo, los 

principios fundamentales propuestos por Roerich sobre la primacía de la conservación 

cultural sobre las exigencias militares aún no han encontrado aplicación práctica 

efectiva. 

 

Es importante señalar que el Pacto Roerich contribuyó significativamente a la 

popularización de la Bandera de la Paz, mediante la cual cualquier Estado puede 

salvaguardar su patrimonio cultural o artístico utilizando un símbolo distintivo 

reconocido internacionalmente (Méndez Chumpitazi, 2016). Respecto al diseño 

específico de la Bandera de la Paz, esta presenta tres círculos de color rojo contenidos 

dentro de un círculo mayor, todo sobre fondo blanco. El círculo ubicado en la parte 

superior simboliza la dimensión espiritual que conecta todas las tradiciones religiosas, 

en tanto que los dos círculos inferiores representan las manifestaciones artísticas y el 

conocimiento científico. El círculo exterior que engloba a los otros tres simboliza la 

integración armónica de estos elementos conceptuales. 

 

2.1.Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales 

 

Los Convenios de Ginebra de 1949 representan un antecedente jurídico 

fundamental en lo que respecta a la protección de bienes durante situaciones de guerra, 

al prever disposiciones orientadas a salvaguardar tanto la propiedad pública como la 

privada en territorios ocupados. Sin embargo, dichos tratados no llegaron a establecer de 

manera específica y detallada mecanismos de protección para el patrimonio cultural 
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frente a las consecuencias de los conflictos armados.  

 

En esa línea, el artículo 53 del Cuarto Convenio de Ginebra dispone una norma 

general que prohíbe a las fuerzas de ocupación destruir bienes situados en los territorios 

bajo su dominio, sin hacer distinción entre aquellos de carácter privado o pertenecientes 

al Estado. Arai-Takahashi (2015) resalta que esta prohibición constituye un marco 

integral de protección, aunque contempla una excepción: la destrucción se admite solo 

cuando resulte absolutamente necesaria para el desarrollo de operaciones militares. 

 

Esta cláusula excepcional genera un área de ambigüedad respecto a la eficacia 

real de la norma. En la práctica, la interpretación de qué constituye “necesidad militar 

absoluta” ha variado según el contexto bélico, lo cual ha permitido justificar la 

demolición de bienes culturales de gran valor bajo argumentos cuestionables. Esta falta 

de precisión normativa evidencia la urgencia de establecer criterios más estrictos y 

homogéneos que definan con claridad los límites de la legalidad en la afectación del 

patrimonio cultural. 

 

La extensión del alcance del artículo 53° constituye un avance jurídico 

significativo, pues refleja la evolución del concepto de propiedad en el derecho 

internacional del siglo XX. Van Engeland (2015) explica que, en su redacción inicial, el 

artículo estaba pensado solo para bienes privados. Sin embargo, durante los debates de 

la Conferencia Diplomática de 1949 se argumentó que las regulaciones previas de La 

Haya no diferenciaban entre bienes privados y públicos al referirse de forma genérica a 

“propiedad del enemigo”. Además, las transformaciones sociales y económicas del siglo 

XX habían generado nuevas formas de propiedad que exigían protección jurídica. 

 

Este cambio resulta especialmente relevante para la protección del patrimonio 

cultural, dado que gran parte de los bienes más representativos —como museos, 

archivos, bibliotecas y sitios arqueológicos— son de titularidad pública o institucional. 

 

Tras casi tres décadas de vigencia de los Convenios, la comunidad internacional 

reconoció la necesidad de actualizar y reforzar el marco del DIH. Esto se concretó en la 

Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho 

Internacional Humanitario, organizada por Suiza entre 1974 y 1977, y que culminó con 
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la adopción de los Protocolos Adicionales de 1977. 

 

Estos Protocolos introdujeron avances sustanciales al establecer prohibiciones 

específicas: los bienes culturales, tales como monumentos históricos, lugares de culto y 

obras de arte, no pueden convertirse en objetivos militares, ni utilizarse como apoyo 

logístico, ni ser objeto de ataques durante conflictos armados. 

 

Además, los Protocolos incorporaron un régimen de responsabilidad penal frente 

a ataques contra el patrimonio cultural. Como señala Pardo (2003), el artículo 38° 

prohíbe expresamente el uso indebido de los emblemas protectores de bienes culturales, 

reconociendo que manipular estos símbolos constituye una infracción particular del DIH 

que amerita sanción. 

 

Por su parte, el artículo 53° del Protocolo I establece un marco amplio que 

prohíbe tres conductas: realizar actos hostiles contra bienes culturales, emplearlos como 

apoyo militar, o destruirlos mediante represalias. De manera aún más trascendental, el 

artículo 85°, párrafo 4, literal d) tipifica como infracción grave —y por ende, como 

crimen de guerra— los ataques intencionales contra bienes culturales protegidos, 

siempre que se cumplan condiciones específicas: que se trate de bienes claramente 

reconocibles como patrimonio cultural o espiritual; que estén amparados por acuerdos 

internacionales; que su destrucción sea significativa; que no existan pruebas de uso 

indebido por el enemigo; y que no se ubiquen en proximidad inmediata a objetivos 

militares legítimos. 

 

En palabras de Méndez Chumpitazi (2016), la incorporación de estas 

disposiciones en los Protocolos de 1977 consolidó la protección de los bienes culturales 

como parte integral del derecho internacional humanitario, trascendiendo lo declarativo 

para establecer consecuencias jurídicas reales, tanto en el plano de la responsabilidad de 

los Estados como en la de los individuos. 

 

En ese sentido, la inclusión de estos preceptos en instrumentos de aplicación 

universal como los Protocolos Adicionales también facilita su invocación en contextos 

donde los Estados involucrados en un conflicto no han ratificado instrumentos 

especializados como la Convención de La Haya de 1954. De esta manera, los 
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Protocolos crean una red de protección jurídica más amplia que reduce las posibilidades 

de que la destrucción del patrimonio cultural quede impune por razones técnicas 

relacionadas con la falta de ratificación de tratados específicos. 

 
2.2.Convención de La Haya de 1954 

 

El instrumento jurídico internacional adoptado en 1954 surgió como resultado de 

una iniciativa institucional promovida por el Órgano Ejecutivo de la UNESCO, que 

convocó una conferencia intergubernamental especializada para abordar las deficiencias 

evidenciadas en la protección del patrimonio cultural durante conflictos bélicos. Esta 

iniciativa se fundamentó jurídicamente en las disposiciones establecidas por el Convenio 

de Londres de noviembre de 1945, que otorgaba el marco institucional necesario para el 

desarrollo de instrumentos especializados en esta materia. 

 

La configuración de este tratado internacional respondió a una necesidad histórica 

específica: la devastación sistemática del legado cultural ocurrido durante la Segunda 

Guerra Mundial había demostrado la insuficiencia de los mecanismos jurídicos existentes 

para proteger bienes de valor cultural incalculable. La experiencia traumática de la pérdida 

irreversible de monumentos, bibliotecas, museos y sitios arqueológicos motivó a la 

comunidad internacional a desarrollar un régimen jurídico especializado que trascendiera 

las limitaciones de los instrumentos genéricos de protección de la propiedad. 

 

El desarrollo de este instrumento internacional se extendió desde finales de abril 

hasta mediados de mayo de 1954, contando con la participación activa de 56 Estados 

representados en las deliberaciones. El proceso de negociación siguió una metodología 

estructurada que comenzó con una ceremonia de apertura en las instalaciones del Palacio 

de la Paz, específicamente en el recinto donde opera la Corte Internacional de Justicia, lo 

que otorgó un simbolismo particular al evento en términos de legitimidad jurídica 

internacional. 

 

De acuerdo con lo señalado por Toman (1994), el procedimiento seguido se 

desarrolló en distintas etapas claramente delimitadas. En un primer momento, la Comisión 

Principal llevó a cabo un examen minucioso del borrador inicial de la convención y de los 

documentos anexos. Posteriormente, elaboró una versión consolidada que fue presentada 
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para su evaluación en la Sesión Plenaria de la Conferencia. Finalmente, la tarea de pulir y 

precisar la redacción final de la convención y de sus anexos técnicos se confió a un Comité 

de Redacción especializado. La clausura del evento se celebró en el Ridderzaal el 14 de 

mayo de 1954, fecha en la que 37 Estados procedieron a la firma oficial tanto del Acta 

Final de la Conferencia como del tratado específico relativo a la salvaguarda de bienes 

culturales en tiempos de guerra. 

 

La importancia jurídica de este tratado supera el mero hecho de ser un acuerdo 

internacional, convirtiéndose en la base normativa esencial del derecho internacional 

contemporáneo en lo referente a la defensa del patrimonio cultural durante situaciones de 

conflicto armado. Según lo indicado por Henckaerts (2000), los principios rectores 

incorporados en este instrumento han alcanzado el carácter de normas consuetudinarias, lo 

cual garantiza su vigencia y obligatoriedad a nivel universal, aun en ausencia de 

ratificación expresa por determinados Estados. 

 

Esta transformación hacia el ámbito del derecho consuetudinario evidencia el 

consenso generalizado de que la protección del patrimonio cultural constituye una 

exigencia jurídica ineludible, que no puede quedar condicionada a intereses de política 

exterior ni a la voluntad unilateral de los Estados en materia de ratificación de tratados. La 

práctica estatal posterior y la opinio juris manifestada por la comunidad internacional han 

consolidado estos principios como elementos constitutivos del orden jurídico internacional 

contemporáneo. 

 

La conceptualización filosófica que sustenta este instrumento internacional 

representa una transformación paradigmática en la comprensión jurídica del patrimonio 

cultural. Como documenta Toman (1994), el fundamento conceptual del acuerdo radica en 

el reconocimiento de que la conservación del legado cultural trasciende los intereses 

particulares del Estado en cuyo territorio se ubican determinados bienes, para constituirse 

en una responsabilidad compartida de toda la humanidad. Esta perspectiva implica que el 

patrimonio cultural posee un valor intrínseco universal que justifica su protección 

internacional, independientemente de consideraciones geopolíticas o soberanas 

tradicionales. 

 

Esta evolución conceptual tiene implicaciones jurídicas profundas, ya que establece 
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las bases teóricas para la intervención internacional legítima en casos donde Estados 

específicos no pueden o no desean proteger adecuadamente su patrimonio cultural. El 

reconocimiento del carácter universal del patrimonio cultural genera correlativamente 

obligaciones internacionales de protección que pueden ser invocadas por la comunidad 

internacional en su conjunto, trascendiendo así las limitaciones tradicionales del principio 

de soberanía estatal absoluta. 

 

La arquitectura jurídica de este instrumento internacional presenta una estructura 

comprehensiva que incluye cuarenta artículos principales complementados por un 

reglamento de aplicación que contiene veintiún artículos adicionales. Esta estructura dual 

permite combinar principios generales de protección con disposiciones técnicas específicas 

que facilitan la implementación práctica de las obligaciones establecidas. 

 

El ámbito de aplicación material y temporal de estos instrumentos presenta 

características diferenciadas según la naturaleza del conflicto armado específico. Para 

situaciones de conflicto armado internacional, el artículo 18° establece la aplicabilidad 

plena de todas las disposiciones convencionales. Sin embargo, como indica Pardo (2003), 

para conflictos armados de carácter no internacional que se desarrollen en el territorio de 

un Estado parte, el artículo 19° establece un régimen de aplicabilidad mínima que obliga a 

las partes en conflicto a respetar al menos las disposiciones fundamentales relativas al 

respeto de los bienes culturales, permitiendo la aplicación de disposiciones adicionales 

mediante acuerdos específicos entre las partes beligerantes. 

 

Esta diferenciación normativa refleja las complejidades jurídicas inherentes a la 

regulación internacional de conflictos internos, donde consideraciones de soberanía estatal 

tradicionales entran en tensión con imperativos humanitarios universales. La formulación 

adoptada representa un compromiso pragmático que busca garantizar un nivel mínimo de 

protección mientras respeta las sensibilidades estatales sobre intervención en asuntos 

internos. 

 

La efectividad práctica de este régimen jurídico depende crucialmente de los 

mecanismos institucionales establecidos para su implementación durante situaciones de 

conflicto armado. De acuerdo con lo señalado por García Labajo (2002), el artículo 21 de 

la Convención, junto con los artículos 1 al 10 de su Reglamento, prevé la creación de un 
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sistema de Potencias Protectoras, las cuales deben ser designadas por las partes en 

conflicto en cuanto se produzca una situación de guerra, sea de carácter interno o 

internacional. 

 

Este mecanismo otorga a las Potencias Protectoras la función principal de 

supervisar la correcta aplicación de las disposiciones convencionales y de velar por la 

protección del patrimonio cultural en medio de las hostilidades. Para llevar a cabo estas 

tareas, se les reconoce la facultad de nombrar delegados especializados que actúen como 

mediadores ante la parte contraria, siendo preferible que estos pertenezcan al cuerpo 

diplomático, a fin de garantizar tanto la idoneidad técnica como el estatus internacional 

requerido. 

 

Asimismo, el sistema dispone que cada parte beligerante nombre un Representante 

encargado específicamente de los asuntos vinculados a bienes culturales, lo que genera una 

estructura de responsabilidades diferenciadas que favorece la coordinación práctica y la 

solución de eventuales disputas técnicas en la aplicación de las medidas de protección. 

 

La Convención de La Haya de 1954 marcó un hito dentro del derecho internacional 

humanitario, al establecer por primera vez un marco normativo especializado y de carácter 

integral para la salvaguardia del patrimonio cultural. Sus aportes conceptuales y jurídicos 

han ejercido una notable influencia en el desarrollo posterior de esta rama del derecho, 

consolidando principios que hoy forman parte esencial del derecho internacional 

consuetudinario.  

 

Sin embargo, la experiencia histórica de aplicación de este instrumento también ha 

evidenciado ciertas limitaciones estructurales que merecen reflexión crítica. La 

dependencia del sistema de Potencias Protectoras, por ejemplo, puede generar 

complicaciones operativas en conflictos donde las partes beligerantes no mantienen 

relaciones diplomáticas normales o donde consideraciones geopolíticas dificultan la 

identificación de terceros Estados dispuestos y capaces de asumir estas responsabilidades 

específicas. 

 

Además, la diferenciación normativa entre conflictos internacionales e internos, 
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aunque comprensible desde la perspectiva de las sensibilidades soberanas estatales, puede 

crear lagunas de protección significativas en contextos donde la destrucción del patrimonio 

cultural se convierte en una estrategia deliberada de guerra dirigida contra la identidad y 

cohesión de poblaciones específicas. Estas limitaciones han motivado desarrollos 

normativos posteriores, incluyendo los Protocolos Adicionales de 1999 y 2017, que buscan 

fortalecer y actualizar el régimen de protección establecido por este instrumento 

fundacional. 

 
 

2.2.1. Bienes protegidos 

 
 

En función de ello, el artículo 1 de la Convención dispone que deben ser 

considerados bienes culturales (BC) y, por tanto, objeto de protección, todos aquellos que, 

independientemente de su origen o propietario, tengan un valor significativo para el 

patrimonio cultural de los pueblos. Dentro de esta categoría se incluyen los bienes muebles 

e inmuebles de especial importancia histórica, artística o arqueológica, como monumentos 

arquitectónicos, artísticos o históricos, tanto religiosos como laicos, zonas arqueológicas, 

conjuntos de edificaciones con interés cultural, obras de arte, manuscritos, libros y otros 

objetos de valor patrimonial, además de colecciones científicas o documentales. Asimismo, 

se consideran bienes culturales los edificios destinados principalmente a conservar o 

exhibir este tipo de patrimonio, tales como museos, grandes bibliotecas, archivos o 

refugios de protección en caso de conflicto armado, así como los centros que concentran un 

número considerable de los bienes antes mencionados, conocidos como “centros 

monumentales”. 

 

A raíz de ello, un BC se reconoce como tal cuando se valida su valor artístico, 

histórico, científico o religioso, y una vez que obtiene dicho reconocimiento, queda 

amparado por la Convención de La Haya de 1954 de manera amplia. Según García (2002), 

a diferencia de instrumentos previos, la definición que ofrece este tratado abarca no solo 

bienes inmuebles como edificios y monumentos, sino también bienes muebles. 

 

En ese sentido, Toman (1994) señala que esta amplitud conceptual se debe a que, 

durante la discusión sobre la definición de BC, la Convención de 1954 optó por abandonar 

las nociones genéricas utilizadas en convenios anteriores, como el Pacto Roerich. 
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Asimismo, debido a eso, las posturas estatales fueron diversas: algunos países defendieron 

un listado exhaustivo y cerrado, mientras que otros, como Francia, propusieron una 

definición amplia que cada Estado podría precisar en su legislación interna. Por su parte, 

Estados Unidos se inclinó por incluir ejemplos y categorías que, por su carácter de BC, 

merecieran protección. 

 

Por lo tanto, el resultado fue un concepto que abarca tanto el continente (edificios y 

contenedores) como el contenido (bienes muebles e inmuebles con alto valor cultural). Tal 

como expone Fernández Liesa (2008), aunque el artículo 1 mencione ejemplos concretos, 

su naturaleza es la de una cláusula numerus apertus, lo que implica que no es un listado 

cerrado. 

 

2.2.2. Obligaciones de respeto y salvaguardia 

 
Resulta relevante señalar que el principio esencial de amparo de los bienes 

culturales (BC) en situaciones de guerra se encuentra establecido en el artículo 2 de la 

Convención de La Haya de 1954. Dicho principio se articula en torno a dos compromisos 

fundamentales: la prevención y el respeto. Como explica Méndez Chumpitazi (2016), en el 

planteamiento original de la UNESCO, dichos compromisos fueron concebidos, por un 

lado, como la implementación de medidas orientadas a asegurar la preservación de los 

bienes, y por otro, como el deber de abstenerse de emplearlos de forma que pudieran 

ponerse en riesgo en contextos de conflicto armado. 

 

En la redacción definitiva de la Convención, ambos deberes se desarrollaron en 

artículos distintos: el artículo 3 regula la salvaguardia, mientras que el artículo 4 regula el 

respeto. El primero exige que las Altas Partes Contratantes adopten, en tiempos de paz, 

medidas preventivas idóneas para resguardar su patrimonio cultural frente a posibles 

efectos de una confrontación armada. 

 

En consonancia con ello, Toman (1994) interpreta este compromiso como una 

manifestación del interés colectivo de la comunidad internacional en la defensa del legado 

cultural. De esta manera, si se obliga a los ejércitos a respetar el patrimonio cultural de 

otras naciones, es coherente que también se les imponga la responsabilidad de resguardar 

el propio. 
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En ese sentido, el artículo 4 establece que la obligación de respeto hacia los bienes 

culturales recae tanto sobre el Estado en cuyo territorio se encuentren como sobre la parte 

contraria en un conflicto. Esto supone que ningún Estado puede emplear dichos bienes ni 

sus alrededores con propósitos militares que los expongan a deterioro o destrucción; de 

igual forma, la parte enemiga debe abstenerse de dirigir ataques contra ellos (Méndez 

Chumpitazi, 2016). Además, el mismo artículo dispone que las Altas Partes Contratantes 

deben impedir usos indebidos y prohibir acciones hostiles contra dichos bienes, así como 

prevenir y sancionar prácticas como saqueo, robo, apropiación, ocultamiento o actos de 

vandalismo. También se establece la prohibición de requisar bienes muebles de carácter 

cultural en territorio extranjero y la obligación de no ejercer represalias en su contra. 

Finalmente, se aclara que estas obligaciones no pueden ser desconocidas bajo el argumento 

de que la contraparte no haya cumplido con las medidas de salvaguardia previstas en el 

artículo 3. 

 

Ahora bien, uno de los aspectos más discutidos del artículo 4 es la inclusión de la 

“necesidad militar”, prevista en su segundo inciso. Según Méndez Chumpitazi (2016), esta 

excepción fue concebida con un carácter sumamente restringido para evitar posibles 

abusos; sin embargo, en la práctica se ha interpretado como una flexibilización tanto del 

deber de respeto como de la prohibición de ataques contra bienes culturales. La 

Convención de 1954 no configuró la necesidad militar como una excepción de carácter 

general, sino como una alternativa intermedia resultado del debate entre dos posturas 

enfrentadas en la Conferencia de la UNESCO: una que defendía su reconocimiento como 

principio rector y otra que exigía su exclusión absoluta.  

 

En este escenario, el asesor jurídico de la UNESCO, señor Saba, planteó al Comité 

Jurídico que se incluyera en el artículo 4 una cláusula similar a la contemplada en el inciso 

2 del artículo 11, la cual restringía el levantamiento de la inmunidad de un bien cultural 

con protección especial únicamente a casos excepcionales de necesidad militar inevitable y 

por el tiempo estrictamente indispensable. No obstante, la mayoría de los miembros del 

Comité rechazó esta propuesta, al considerar que lo previsto en el inciso 2 del artículo 4 era 

suficiente, ya que permitía apartarse de la obligación solo en situaciones de necesidad 

militar imperiosa, estimando además inconveniente ampliar el margen de estas 

excepciones. 
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De este modo, se consolidó que el respeto a los bienes culturales debe mantenerse 

incluso cuando la parte adversa incumpla sus propias obligaciones, siendo la “necesidad 

militar imperiosa” la única excepción admitida. Así lo interpretó el propio Saba, quien dejó 

constancia de que el artículo 4.2 debe entenderse en el sentido de que, aunque un bien 

cultural sea empleado con fines militares por la parte contraria, solo la existencia de una 

necesidad militar estrictamente imperiosa justificaría suspender la obligación de respeto 

(Toman, 1994). 

 

2.2.3 Protocolos Adicionales I y II a la Convención de La Haya de 1954 

 
2.2.3.1 Primer Protocolo Adicional de 1954 

 

En ese sentido, el Primer Protocolo Adicional a la Convención de La Haya de 1954 

se compone de quince artículos, de los cuales los cinco iniciales recogen normas 

fundamentales orientadas a impedir el traslado ilegal de bienes culturales (BC) muebles 

durante situaciones de guerra por parte de la potencia ocupante. 

De acuerdo con lo señalado por Pardo (2003), la finalidad central es impedir que un 

Estado Parte saque del territorio ocupado —sea este total o parcial— bienes culturales, 

asegurando además que, una vez concluido el enfrentamiento, tales objetos sean restituidos 

a las autoridades legítimas de su lugar de procedencia. Toman (1994) precisa que el 

artículo 1 del Protocolo impone a los Estados la obligación de abstenerse de exportar 

bienes culturales desde zonas bajo ocupación y de proteger aquellos que lleguen a su 

jurisdicción provenientes de dichos territorios. Del mismo modo, establece que los bienes 

deberán ser devueltos a su lugar de origen y que sus propietarios recibirán la compensación 

correspondiente al finalizar las hostilidades. 

Debido a eso, el Protocolo reafirma expresamente el principio del Derecho 

Internacional que prohíbe retener BC como compensación de guerra (Pardo, 2003). 

2.2.3.2 Segundo Protocolo Adicional de 1999 

 

A raíz de las limitaciones que mostró la Convención de 1954 frente a conflictos 

armados posteriores —especialmente los ocurridos en la década de 1990, de naturaleza 
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interna como en la ex-Yugoslavia—, la UNESCO promovió la creación de un Segundo 

Protocolo en 1999, con el objetivo de fortalecer tanto la aplicabilidad como la eficacia de 

dicho instrumento (Mainetti, 2004). 

En esa línea, el Gobierno de los Países Bajos y la UNESCO iniciaron en 1991 un 

estudio dirigido por Patrick Boylan con la finalidad de evaluar el cumplimiento de la 

Convención y plantear posibles mejoras. Si bien las recomendaciones no fueron acogidas 

en ese momento, se continuó el trabajo con un grupo de expertos independientes que se 

reunió en 1993 en La Haya, en 1994 en Lauswolt y en París, lo que dio origen al 

denominado “documento Lauswolt” (Méndez Chumpitazi, 2016). 

Más adelante, en 1997, un conjunto de veinte expertos gubernamentales revisó 

dicho documento en París y elaboró una versión corregida. Posteriormente, en Viena, se 

elaboró el proyecto preliminar del Segundo Protocolo, el cual, de acuerdo con Henckaerts 

(2000), se enfocó en cinco aspectos principales: la supresión de la necesidad militar, la 

implementación de medidas preventivas, el fortalecimiento del sistema de protección 

especial, la introducción de la responsabilidad penal individual y la consolidación de 

elementos institucionales. 

Finalmente, el texto definitivo fue aprobado en marzo de 1999, durante la 

Conferencia Diplomática conmemorativa del centenario de la Primera Conferencia 

Internacional de la Paz, quedando abierto a la firma el 17 de mayo de ese mismo año, fecha 

en que fue suscrito por 27 Estados (Henckaerts, 2000). 

Este Segundo Protocolo no sustituye a la Convención de 1954, sino que la 

complementa al establecer obligaciones internacionales más exigentes para la protección 

de los bienes culturales en situaciones de conflicto armado. El documento contiene un total 

de 47 artículos, superando en extensión a la Convención inicial, aunque sin modificar su 

contenido, sino ampliándolo y reforzándolo. 

En ese sentido, conforme al artículo 3, inciso 2, del Segundo Protocolo, únicamente 

los Estados que han ratificado la Convención forman parte de él. Sin embargo, los Estados 

parte no solo deben observar sus disposiciones en sus relaciones mutuas, sino también 

frente a cualquier otro Estado con el cual se encuentren en conflicto, incluso si este último 

no es signatario. El Protocolo entró en vigor el 9 de marzo de 2004, tres meses después de 

haberse depositado el vigésimo instrumento de ratificación, de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 43 (Méndez Chumpitazi, 2016). 
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2.3 Responsabilidad del Estado en el caso específico de las normas de DIH 

En relación con la protección de los bienes culturales en contextos de conflicto 

armado, el Derecho Internacional Humanitario (DIH) dispone de diversas normas que 

tienen como fuente tanto los tratados como la costumbre internacional. De este modo, 

algunas reglas de carácter consuetudinario han sido recogidas en instrumentos 

convencionales, mientras que ciertas disposiciones inicialmente plasmadas en textos 

normativos han pasado a integrar el derecho consuetudinario (Méndez Chumpitazi, 2016). 

En ese sentido, independientemente de que la norma vulnerada tenga origen 

convencional o consuetudinario, toda transgresión, ya se produzca por acción u omisión, de 

las obligaciones vigentes y exigibles del Derecho Internacional Humanitario (DIH) genera 

responsabilidad internacional para el Estado que la comete. 

 

Según Elvira Méndez (2003), las normas del DIH se sustentan en principios 

generales del Derecho que, por su carácter esencial, orientan la creación de nuevas 

disposiciones y resultan obligatorias para los Estados incluso sin que medie su 

consentimiento expreso. 

 

De esta manera, la infracción de las normas del DIH constituye una afectación a los 

derechos de la comunidad internacional en su conjunto. En consecuencia, el Estado que 

incurre en dicha violación asume una responsabilidad internacional agravada, 

configurándose una relación jurídica erga omnes que puede ser invocada por cualquier 

Estado, aunque no haya sido directamente afectado (Méndez, 2003). 

 

 
2.4 Represión internacional del Estado 

 

2.4.1 Corte Internacional de Justicia 

 
La Corte Internacional de Justicia, el principal tribunal de las Naciones Unidas, fue 

constituida en junio de 1945 y comenzó a operar en abril de 1946. Su misión es dirimir, 

conforme al Derecho Internacional, las disputas jurídicas entre Estados y emitir dictámenes 

consultivos cuando se lo solicitan otros órganos de la ONU o agencias especializadas. 
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Cabe señalar que la competencia de la Corte no es automática: únicamente pueden 

someterse a ella los Estados que voluntariamente acepten su jurisdicción; en caso contrario, 

la Corte carece de potestad para conocer el litigio. Cuando un país admite su sometimiento, 

puede instar ante la CIJ la responsabilidad internacional de otro Estado por un acto ilícito. 

 

En el expediente Nicaragua contra Estados Unidos (sentencia del 27 de junio de 

1986), la Corte abordó el respeto de normas generales del Derecho Internacional 

Humanitario y creó precedentes relevantes en la materia. En los considerandos 215 a 220, 

el tribunal concluyó que la instalación de minas en aguas pertenecientes a otro Estado, sin 

la debida advertencia, no solo constituía un acto ilícito sino que además vulneraba 

principios del Derecho de la Haya de 1907. 

 

Aunque Nicaragua no invocó expresamente la infracción de los Convenios de 

Ginebra de 1949, de los que ambas partes eran parte, la Corte entendió que Estados Unidos 

había quebrantado principios generales del Derecho Humanitario; ello se apoyó en la 

obligación recogida en el artículo 3 común a dichos Convenios de respetar y velar por su 

cumplimiento, y en la idea de que fomentar actuaciones de grupos armados en contra de 

tales normas equivale a una transgresión directa. 

 

Si bien el caso no trató de manera directa la protección de bienes culturales, la 

sentencia reafirma la competencia de la CIJ en asuntos de Derecho Internacional 

Humanitario y ejemplifica cómo un Estado puede ser responsabilizado internacionalmente 

por promover o facilitar la violación de normas convencionales que ha aceptado. 

 
2.4.2 Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta 

 

La Comisión Internacional de Investigación Humanitaria (CIHE) fue creada por el 

artículo 90 del Primer Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra. Su función 

esencial es examinar denuncias sobre presuntas violaciones graves a los Convenios de 

Ginebra de 1949 y al Protocolo Adicional I. Asimismo, puede recurrir a los llamados 

buenos oficios con el fin de promover el cumplimiento de estos tratados y apoyar acciones 

orientadas a reforzar la aplicación del Derecho Internacional Humanitario (DIH) (IHFFC, 

2016). 
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Durante la Conferencia Diplomática desarrollada entre 1974 y 1977 se decidió 

incorporar a la CIHE como la medida novedosa destinada a mejorar la implantación del 

DIH; desde entonces la Comisión ha celebrado sesiones periódicas, ha creado los 

mecanismos necesarios para su operatividad y ha impulsado actividades de difusión sobre 

sus funciones. No obstante, pese a estos esfuerzos institucionales, hasta la fecha no se han 

obtenido resultados prácticos contundentes, a pesar del incremento de violaciones 

humanitarias en años recientes (Condorelli, 2001). 

El marco previsto en el Primer Protocolo Adicional inspirado en la lógica del 

artículo 36.2 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia configura un régimen que, si 

bien limita la obligatoriedad de la jurisdicción de la Comisión, permite que Estados Parte e 

incluso Estados no adheridos presenten denuncias ante la CIHE. Cabe subrayar que la mera 

ratificación del Protocolo no implica aceptación automática de la competencia de la 

Comisión: esa aceptación exige una manifestación expresa al momento de la firma, la 

ratificación, la adhesión o en un acto posterior. (Méndez Chumpitazi, 2016). 

En esa misma dirección, el inciso 2(d) del artículo 90 establece que la actuación de 

la CIHE depende del consentimiento de todas las partes en conflicto. De acuerdo con el 

Comité Internacional de la Cruz Roja, esto implica que cualquier actor involucrado en un 

enfrentamiento armado internacional, incluso si no ha ratificado el Protocolo, puede acudir 

a este mecanismo para denunciar posibles violaciones graves de las Convenciones, lo que 

resalta la relevancia y el valor potencial de la Comisión (IHFFC, 2016). 

Las atribuciones de la CIHE pueden sintetizarse en tres funciones principales 

(IHFFC, 2016): primero, conducir investigaciones sobre alegaciones de violaciones graves 

a los Convenios de Ginebra de 1949, al Protocolo Adicional I u otras faltas relevantes; 

segundo, emplear los buenos oficios para restablecer el respeto por esos instrumentos, 

incluyendo la elaboración de observaciones y recomendaciones que faciliten su 

cumplimiento (art. 90, inc. 2-c-ii); y tercero, contribuir de manera general al mejoramiento 

de la aplicación del DIH. 

Finalmente, es preciso indicar que los informes y recomendaciones que emite la 

CIHE se remiten únicamente a las partes del conflicto y sólo se hacen públicos si éstas lo 

solicitan de forma expresa. Por ello, la Comisión no ejerce funciones jurisdiccionales ni 

emite sentencias; su papel es básicamente consultivo y orientador. 
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3 LA PROTECCIÓN DE BIENES CULTURALES MUEBLES EN EL DPI 

 
A nivel nacional, en el Perú y en otros Estados, no se han documentado procesos 

relevantes que apliquen las disposiciones penales del Segundo Protocolo de la 

Convención de La Haya. En el plano internacional, sin embargo, dos órganos 

jurisdiccionales han jugado un papel decisivo en la persecución de la impunidad y en la 

tutela de los bienes culturales: el Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia 

(TPIY) y la Corte Penal Internacional (CPI). 

 

El TPIY fue creado el 25 de mayo de 1993 como respuesta jurídica a las graves 

atrocidades cometidas durante la desintegración de la antigua Yugoslavia. Su gestación 

remonta a 1992, cuando el Consejo de Seguridad pidió estudios y recomendaciones que 

motivaron la constitución del tribunal. La finalidad del TPIY fue prevenir nuevas 

violaciones al Derecho Internacional Humanitario, llevar a juicio a los responsables y 

apoyar los procesos de pacificación; en ese marco, juzgó también conductas dirigidas 

contra el patrimonio cultural, al considerar que su aniquilamiento constituía una 

infracción de las normas y costumbres de la guerra. 

 

Entre sus sentencias más significativas figuran los fallos en los procesos contra 

Jokić y Strugar, que sentaron precedentes sobre la protección del patrimonio en tiempos 

de conflicto. En el caso de Jokić, el tribunal encontró a Miodrag Jokić responsable por 

un ataque sobre la ciudad histórica de Dubrovnik  reconocida como Patrimonio 

Mundial, concluyendo que el bombardeo no obedecía a una necesidad militar justificada 

y ocasionó daños graves a monumentos, obras de arte y bienes de valor científico. De 

modo análogo, en la causa contra Strugar la Sala determinó que el delito se configura 

cuando existe (i) destrucción o daño sobre elementos del patrimonio cultural o espiritual 

de los pueblos; (ii) que tales bienes no se empleen con fines militares; y (iii) la intención 

deliberada de dañarlos o destruirlos; la protección especial solo cesa si los bienes llegan 

a usarse para propósitos militares. 

 

Por su parte, la Corte Penal Internacional, instituida por el Estatuto de Roma —

adoptado el 17 de julio de 1998 y en vigor desde el 1 de julio de 2002—, constituye un 

tribunal permanente creado por tratado, reflejando el compromiso global de sancionar 
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las violaciones más graves al Derecho Penal Internacional y de asegurar la ejecución 

efectiva de las obligaciones internacionales. Un precedente emblemático de la CPI es la 

condena dictada en el caso contra Ahmad Al Faqi Al Mahdi (27 de septiembre de 2016), 

en la que se impuso una pena de nueve años por la destrucción deliberada de 

monumentos históricos y edificaciones religiosas en Tombuctú (Malí) en 2012, entre 

ellos varios mausoleos y una mezquita; la Corte subrayó el valor local, nacional y 

simbólico de esos lugares para la comunidad maliense y para la comunidad 

internacional. 

 

En conjunto, estas experiencias jurisdiccionales demuestran que el 

enjuiciamiento de quienes atacan el patrimonio cultural es viable y necesario dentro del 

marco del Derecho Penal Internacional. 

 

3.1 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia 

 

El Estatuto que establece el Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia 

(TPIY) está integrado por treinta y cuatro artículos, entre los cuales los numerados 2 y 3 se 

ocupan específicamente de los crímenes de guerra. El artículo 2 define las «violaciones 

graves» a las Convenciones de Ginebra de 1949, mientras que el artículo 3 abarca otras 

faltas significativas contra las normas y costumbres aplicables en tiempo de guerra 

(Mettraux, 2005). 

En particular, el inciso d) del artículo 2 confiere al tribunal la potestad de enjuiciar 

a quienes cometan u ordenen violaciones graves de los Convenios de Ginebra, incluída la 

destrucción o la apropiación injustificada de bienes cuando tales actos se realicen de forma 

amplia, ilícita y arbitraria salvo que estén justificadas por necesidades militares imperiosas 

(ONU, 1993). En consecuencia, la redacción de este artículo resulta amplia respecto a la 

salvaguarda de los bienes culturales, lo que evidencia la necesidad de complementarlo con 

el fin de prevenir la impunidad frente a la devastación del patrimonio y las infracciones al 

DIH. 

Mettraux (2005) interpreta el artículo 3 como una norma de naturaleza general y 

residual, destinada a cubrir aquellas vulneraciones del Derecho Internacional Humanitario 

que no están expresamente recogidas en el artículo 2. Su redacción ofrece una lista 
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indicativa no exhaustiva de conductas reprochables, lo que permite incluir, por vía de 

costumbre internacional, acciones no enumeradas de manera literal en el estatuto. 

En este contexto, el inciso d) del artículo 3 sanciona la destrucción de 

establecimientos religiosos, educativos, benefactores, artísticos o científicos, así como de 

monumentos históricos y expresiones artísticas; mientras que el inciso e) castiga el saqueo 

tanto de bienes públicos como privados (ONU, 1993). Mettraux (2005) subraya que estas 

instituciones y elementos patrimoniales gozan de una protección especial durante los 

conflictos armados. 

La jurisprudencia del TPIY, por ejemplo en Naletilić y Martinović, ha señalado que 

esa protección privilegiada puede perder su efecto cuando los bienes son empleados con 

una finalidad militar, doctrina que se alinea con lo resuelto en el asunto Strugar. 

3.2 Estatuto de la Corte Penal Internacional 

 

Respecto al Estatuto de la Corte Penal Internacional, el artículo 8, numeral 2.b)(ix) 

tipifica, en el marco de conflictos armados internacionales, como crimen de guerra los 

ataques deliberados contra inmuebles dedicados a la religión, la enseñanza, las artes, la 

ciencia, la beneficencia, así como contra monumentos históricos, hospitales y centros que 

albergan a enfermos o heridos, siempre que tales objetivos no estén destinados a usos 

militares (ONU, 1998). 

 

La configuración normativa para los conflictos armados no internacionales es 

análoga y se recoge en el literal e), inciso iv) del mismo artículo, reproduciendo 

esencialmente el mismo contenido material, con la salvedad del tipo de conflicto al que se 

aplica (UNESCO, 2008). 

 

La preeminencia concedida a la tutela del patrimonio cultural encuentra sus raíces 

en las normas de La Haya de 1907 y en las previsiones de las Convenciones de Ginebra 

relativas a la protección de hospitales y establecimientos destinados a heridos y enfermos 

(Dörmann, 2003). Asimismo, tales garantías se complementan con lo dispuesto en el 

Protocolo Adicional I de 1977 y en la Convención de La Haya de 1954 con su Segundo 

Protocolo; cabe recordar que la Convención de 1907 no resulta aplicable a los conflictos 

internos. Entre las normas pertinentes figura el párrafo 4.d) del artículo 85 del Protocolo 

Adicional I, que considera como infracción grave los ataques contra monumentos 
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históricos que no constituyan objetivos militares, y el artículo 15.1 del Segundo Protocolo 

de 1999, que delimita las circunstancias que configuran la transgresión de dicho 

instrumento. 

 

 

4 ANTECEDENTES EN EL DERECHO CONSUETUDINARIO 

 

 

La fuerza del Derecho Internacional Humanitario de origen consuetudinario reside 

en que sus normas son vinculantes para la comunidad estatal en general, sin necesidad de 

un acto formal de ratificación, salvo para aquellos Estados que hayan expresado una 

objeción clara. Estas reglas además desempeñan un papel interpretativo frente a las 

obligaciones derivadas de los tratados. Lo anterior cobra especial relevancia cuando se 

observa que, si bien los Convenios de Ginebra tienen una aceptación casi universal, otros 

instrumentos complementarios —como sus Protocolos Adicionales— no cuentan con el 

mismo grado de adhesión, de modo que sus mandatos solo obligan plenamente a los 

Estados que los han suscrito. 

 

El carácter consuetudinario del DIH resulta asimismo crucial porque los textos 

convencionales no agotan la protección de personas y bienes en todos los escenarios 

bélicos. La práctica estatal ha mostrado, en ocasiones, obligaciones más amplias que las 

recogidas en acuerdos diplomáticos formales, y tales comportamientos se aplican tanto en 

conflictos internacionales como en los internos (Méndez Chumpitazi, 2016). Reconociendo 

la relevancia de la costumbre en este ámbito, la XXVI Conferencia Internacional de la 

Cruz Roja y de la Media Luna Roja encargó al Comité Internacional de la Cruz Roja 

(CICR) la elaboración de un estudio sobre las normas consuetudinarias aplicables en 

conflictos armados, tanto internacionales como no internacionales. Para ello, el CICR 

convocó a expertos en Derecho Internacional Humanitario (DIH) provenientes de 

diferentes sistemas jurídicos y tradiciones legales (Henckaerts y Doswald-Beck, 2007). 

 

El informe resultante reviste una especial importancia, pues en su capítulo 12 

recopila normas consuetudinarias relacionadas con la protección del patrimonio cultural en 
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contextos bélicos. Dentro de estas, sobresale la regla 38, que impone a las partes en 

conflicto la obligación de abstenerse de causar daños a edificios y bienes de carácter 

religioso, caritativo, educativo, artístico o científico, así como a monumentos históricos, 

siempre que no sean empleados con fines militares. En términos prácticos, esta disposición 

prohíbe atacar bienes de alto valor cultural, salvo en circunstancias de necesidad militar 

estrictamente apremiante. 

 

La aplicación de la regla 38 se extiende tanto a conflictos internacionales como 

internos, y en ambos escenarios la destrucción intencional de monumentos históricos sin 

uso militar puede configurarse como crimen de guerra. Esta prohibición encuentra sus 

antecedentes en instrumentos anteriores, como el Código Lieber, la Declaración de 

Bruselas o el Manual de Oxford, y posteriormente se consolidó como parte del corpus 

normativo de La Haya (Méndez Chumpitazi, 2016). 

 

Por su parte, Henckaerts y Doswald-Beck (2007) afirman que los principios 

relativos a la protección y conservación del patrimonio, incorporados en la Convención de 

La Haya de 1954, forman parte del DIH consuetudinario. La excepción derivada de la 

“necesidad militar imperiosa” como limitación a la prohibición de ataques también fue 

recogida en el Segundo Protocolo de 1999, restringiendo su aplicación únicamente a 

supuestos en los que no existan alternativas razonables para obtener la ventaja militar 

prevista. 

 

Así, la regla 39 prohíbe el uso de bienes culturales de alto valor de forma que se 

ponga en peligro su preservación, salvo en casos de necesidad militar imperiosa; dicha 

prohibición, reflejada en el artículo 4 de la Convención de La Haya de 1954, ha sido 

reconocida por tribunales como el TPIY en el asunto Tadić, que confirmó su vigencia en 

conflictos no internacionales (Henckaerts y Doswald-Beck, 2007). 

 

Por su parte, la regla 40 obliga a las partes a proteger los bienes culturales frente a 

actos como la confiscación, la destrucción deliberada, el daño intencional, el robo, el 

saqueo, la apropiación ilícita o el vandalismo, aplicándose tanto en guerras entre Estados 
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como en conflictos internos. El artículo 56 de la Convención de La Haya proscribe 

expresamente la ocupación, destrucción o daño deliberado de obras artísticas y científicas; 

estas conductas fueron tipificadas como infracción de las leyes y costumbres de la guerra 

en el Estatuto del TPIY y como crimen de guerra en el Estatuto de la CPI. Según el estudio 

del CICR, no hay indicios de prácticas estatales que contradigan esta norma (Méndez 

Chumpitazi, 2016). 

 

La regla 41 impone a la potencia ocupante la obligación de impedir la exportación 

ilícita de bienes culturales procedentes de territorios bajo su control y de devolver a las 

autoridades legítimas aquellos objetos que hubieran sido trasladados en violación del 

derecho. El CICR identifica esta prohibición como consuetudinaria y la vincula al artículo 

1 del Protocolo I Adicional a la Convención de La Haya de 1954; asimismo, el Protocolo II 

(art. 9.1) y el art. 21 de otros instrumentos reclaman medidas estatales para poner fin a tales 

prácticas (Henckaerts y Doswald-Beck, 2007). 

 

En lo relativo a la restitución de los bienes exportados ilícitamente desde territorios 

ocupados, el artículo 3 del Protocolo I recoge la obligación de devolverlos; aunque 

inicialmente se dirigía a los Estados parte, la praxis ha llevado a considerar esta obligación 

como reflejo de una norma consuetudinaria, derivada lógicamente de la prohibición del 

saqueo. Si no cabe la apropiación ilegal de estos bienes, no es legítimo que permanezcan 

retenidos tras una exportación ilícita, y su restitución se entiende como una forma 

adecuada de reparación (Méndez Chumpitazi, 2016). 
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CAPÍTULO III: 

 
El presente capítulo, tomando en consideración el Capítulo II previo, hará 

referencia al caso específico de la expoliación de bienes culturales en el contexto de la 

ocupación chilena de la ciudad de Lima durante la Guerra del Pacífico, explicando 

brevemente los acontecimientos que llevaron a este hecho y las consecuencias del 

mismo. 

 
 

 
1. CONTEXTO: LA OCUPACIÓN CHILENA DE LIMA DURANTE LA 

GUERRA DEL PACÍFICO 

 
Es difícil determinar un momento exacto en el cual se inicia un conflicto bélico, 

pues usualmente ocurre como resultado una suma de actos interrelacionados entre sí una 

cadena de acciones beligerantes entre los gobiernos, junto con frecuentes comunicados 

incendiarios en la prensa de las naciones implicadas, desembocó finalmente en un 

conflicto de gran envergadura que incluyó operaciones navales y campañas terrestres. 

Tal como recuerda Rosario (2021), el 19 de febrero de 1879 José Antonio Lavalle —

senador de la República del Perú— fue comisionado por Manuel Irigoyen, entonces 

ministro de Relaciones Exteriores, para intervenir en la delicada relación entre Bolivia y 

Chile, tensión agravada por la ocupación chilena de la región de Antofagasta (en ese 

momento territorio boliviano), justificada públicamente por el supuesto aumento del 

impuesto sobre el barril de salitre. 

De acuerdo con Paz Soldán, 1979, ministro de Gobierno, menciona como la 

prensa y el pueblo, que deseaban la guerra, rechazaban la mediación peruana, 

relacionando con torcida y malévola interpretación, cuando hacía y no hacía, y cuanto 

suponían pensaba hacer la legación peruana. Así, los buenos oficios del gobierno 

peruano nacían destinados a fracasar. 

 

Perú, debilitado por los efectos del fenómeno de El Niño de 1877, no contaba 

con la capacidad material para afrontar un conflicto armado. Por ello, las autoridades 

chilenas interpretaron la gestión de Lavalle como un movimiento destinado a ganar 
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tiempo para que el Perú reuniera los recursos económicos necesarios para iniciar 

hostilidades. Conocedora del tratado de alianza defensiva suscrito entre Perú y Bolivia, 

que establecía asistencia recíproca en caso de guerra, la República de Chile aprovechó 

ese instrumento como pretexto y, el 5 de abril de 1879, declaró formalmente la guerra al 

Perú. 

 
Paz Soldán (1979), describe el excesivo triunfalismo de la población peruana, la 

cual, bombardeada diariamente por editoriales periodísticos sobre la superioridad 

peruano-boliviana, se reunía en las calles y plazas con fervor, promoviendo la 

multitudinaria adhesión de los civiles a las filas del ejército e impulsando el depósito de 

las erogaciones en las arcas nacionales, como forma de apoyar la causa patria. Por otro 

lado, es importante resaltar la existencia de diversos intereses subrepticios, pues 

militares, empresarios y políticos veían a la guerra como el medio para obtener sus 

deseos, ya sea el marcar su nombre en la historia nacional, hacer grandes negocios u 

obtener poder. 

 
Rosario (2021) relata que los soldados venidos del interior arribaban a la capital 

y se hospedaban provisionalmente en el convento de Santo Domingo, donde aguardaban 

la orden de embarque hacia las navieras que los conducirían al sur del país. Conforme 

pasaron los meses, el ánimo nacional fue disminuyendo y la derrota naval en el 

Combate de Angamos, el 8 de octubre de 1879, no ayudó a recuperar la mellada 

autoestima nacional, la cual entendía que una derrota naval dificultaba en demasía el 

desarrollo favorable de la guerra. 

 
En consecuencia, el intento del Presidente del Perú, Mariano Ignacio Prado, de 

salir del país para comprar armamento, no fue bien recibido por la ciudadanía, que lo 

veía como una cobardía y un oprobio en medio del conflicto. El país quedó en manos de 

Luis La Puerta, el vicepresidente, quien encontró su confianza traicionada cuando José 

María Quimper, ministro de Hacienda, repartió gran parte del dinero recaudado para 

mantener la empresa bélica entre su cortejo. Quedó de esta manera definido el escenario 

para que Nicolás de Piérola accediera al poder como presidente de facto, acelerando la 

descomposición del país. La población, necesitada de un mesías, vio en Piérola y en su 

discurso crítico y efusivo contra los políticos y empresarios, a la persona indicada para 

tomar las riendas del país, respaldándolo mayoritariamente. La población proyectó en 

Piérola la imagen de salvador y este respondió colocando a personas leales a su 
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gobierno en puestos claves, sin importar su capacidad o experiencia en el cargo. 
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La difícil manutención de las tropas e incapacidad logística de quienes 

comandaban el Ejército Peruano determinó la derrota en batallas clave de la campaña 

terrestre en el sur peruano, específicamente en el Alto de la Alianza y Arica. El 

gobierno chileno, entendiendo que la victoria en estas batallas no sería suficiente para 

asegurar la posesión definitiva de la provincia salitrera de Tarapacá, decidió bloquear el 

puerto del Callao, con el objetivo de desabastecer de alimentos a la capital. 

 
López Martínez (1981) relata cómo, a pesar de la epopeya de Miguel Grau en 

Angamos y el heroísmo espartano de Francisco Bolognesi en la campaña terrestre, las 

continuas derrotas y el fracaso de la mediación norteamericana para lograr la paz, 

llevaron a la población a aceptar como inevitable que las tropas chilenas intentarían el 

ataque a nuestra capital como lógico epílogo de la desigual contienda. 

 
En En esta línea, López Martínez (1981) expone el panorama sociopolítico del 

momento histórico: 

 

En noviembre de 1880, Lima contaba con más de 120,000 habitantes 

distribuidos en un espacio urbano todavía reducido. La capital era conocida como la 

ciudad de los 67 templos y de los balcones moriscos, considerada la más relevante y 

hermosa de la costa pacífica en la región sur del continente. 

 

La llegada constante de tropas procedentes de distintas provincias, junto con los 

refugiados que buscaban resguardo en la capital, generó desde finales de agosto 

problemas relacionados con el alojamiento y el suministro de víveres. Los alimentos 

comenzaron a escasear o a encarecerse de manera desmedida. La prensa limeña 

denunciaba casi a diario la actitud especulativa de ciertos comerciantes, quienes 

mezclaban productos de buena calidad con otros deteriorados para aumentar sus 

ganancias. Para hacer frente a esta crisis, Piérola otorgó beneficios y facilidades a 

quienes pudieran introducir víveres en la ciudad, ya que el bloqueo del puerto del Callao 

por parte de la escuadra chilena impedía el ingreso regular de alimentos. 

 

La marina chilena, sin embargo, no logró sostener dicho bloqueo, el cual 

terminó por fracasar. Este hecho generó un fuerte descontento en la población chilena, 

que observaba con molestia cómo el conflicto se prolongaba y ocasionaba graves 
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consecuencias en su economía. Ante ello, se tomó la decisión de invadir Lima con el 

propósito de forzar la rendición del Estado peruano (Rosario, 2021). 

 

Por su parte, Wu Brading (1986), en su obra Testimonios británicos de la 

ocupación chilena de Lima, reconstruye el clima social del momento: 

 

Cuando se conoció en Lima la inminente llegada del ejército chileno, se 

intensificaron los preparativos defensivos. En este contexto, se decretaron medidas para 

convocar masivamente a los peruanos a filas. Se formaron ejércitos regulares y uno de 

reserva, se buscaban armas con urgencia y se capacitaba a la población en su manejo. 

Paralelamente, se intentaba paliar la escasez de víveres, organizar ceremonias 

patrióticas y reforzar las procesiones religiosas. El clero apoyó aportando objetos de oro 

y plata, mientras que las mujeres de la élite limeña ofrecieron sus joyas para financiar 

armamento y confeccionaban insumos destinados a los hospitales. Sin embargo, a pesar 

del fervor y el sacrificio, la población seguía inquieta: había presenciado la derrota de la 

armada peruana, la muerte de miles de compatriotas y la pérdida de héroes nacionales 

como Miguel Grau y Francisco Bolognesi. A ello se sumaban las noticias del sur, que 

alertaban sobre saqueos, actos vandálicos y violencia cometidos por las tropas 

vencedoras.  

 

La ocupación militar de la capital por parte de las fuerzas chilenas fue el fruto de 

una planificación de aproximadamente seis meses, durante la cual se escogieron los 

desembarcos en Pisco, Chilca y Curayacu. Desde esos puntos las tropas avanzaron hacia 

Lurín y Pachacámac, donde instalaron campamentos para instrucción y preparación 

(Rivera Serna, 1984, citado en Rosario, 2021, p. 55). Finalmente, en enero de 1881 

tuvieron lugar los combates en Lima; la falta de logística y las difíciles condiciones 

provocaron que numerosos efectivos peruanos regresaran a sus regiones, y las batallas 

de San Juan y Miraflores terminaron con la derrota de las fuerzas nacionales. 

 

El testimonio de William Acland, agregado militar británico al servicio chileno, 

refleja claramente el descontrol de las tropas tras los combates: 

 

Una vez finalizada la batalla, los soldados irrumpieron en tabernas y comercios 

de licores, embriagándose en poco tiempo y perdiendo el control de sus actos. Esto 
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derivó en escenas de violencia y devastación poco comunes para la época: viviendas 

destruidas, hombres que se enfrentaban a tiros por diversión, mujeres violentadas y 

civiles inocentes asesinados. Incluso el cementerio fue profanado, utilizado como lugar 

de orgías por soldados ebrios que llegaron al extremo de abrir tumbas y manipular 

cadáveres. 

 

La situación caótica posterior a la derrota en Miraflores, sumada a la falta de 

fuerzas policiales o militares capaces de contener los disturbios, obligó al alcalde 

Torrico a asumir la responsabilidad de mantener el orden. Su obligación incluía no solo 

la seguridad de los limeños, sino también la de los extranjeros. Finalmente, fueron estos 

últimos, mediante sus representantes diplomáticos, quienes ejercieron presión para que 

se gestionara el ingreso pacífico de las tropas chilenas a la ciudad (Guerra Martiniere, 

1991). 

 

Mc Evoy (2006) narra que, la tarde del 17 de enero de 1881, la guardia urbana 

entregó oficialmente Lima al general Cornelio Saavedra, jefe de la columna de 

ocupación chilena, quien asumió la gobernación militar de la ciudad. Los relatos de la 

época coinciden en describir un silencio sepulcral en una capital antes vibrante, 

mientras en Chorrillos y Miraflores miles de cuerpos permanecían insepultos, 

contaminando el ambiente y provocando el colapso del sistema sanitario limeño. En esa 

misma línea, Caivano recuerda que, a las 4 de la tarde, una sección selecta del ejército 

invasor ingresó a Lima, donde las calles desiertas daban la apariencia de un cementerio, 

salvo por la presencia de algunos extranjeros curiosos (citado en Guerra Martiniere, 

1991, p. 103).  

 

Durante los primeros meses de la ocupación, los chilenos hicieron uso de la 

infraestructura nacional, llegando incluso a realizar ceremonias religiosas en la Catedral 

de Lima pese a no contar con autorización. Con el transcurso de los días, la población 

limeña retomó parcialmente sus rutinas, siendo testigo de los saqueos perpetrados por el 

ejército enemigo en instituciones como la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 

la Escuela de Bellas Artes y Oficios o el Colegio Militar, cuyos locales y bibliotecas 

fueron convertidos en cuarteles. Estas prácticas, lejos de ser aisladas, se repetían con 

frecuencia, lo que evidenciaba la permisividad e incluso la complicidad del alto mando 

chileno. 
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Asimismo, la situación de las mujeres no era fácil. Caminar por las calles se 

convertía en un peligro ante el constante acoso de los soldados chilenos. Frente al 

temor, decidieron disfrazarse de hombres, colocarse ropas anchas que les permitieran 

disimular su aspecto físico e incluso encerrarse en casa la mayor parte del tiempo. 

(Rosario, 2021) 

 
Antonia Moreno Leyva, esposa de Andrés Avelino Cáceres y, por lo tanto, 

primera dama del Perú en dos periodos, relata que, tras recuperarse del impacto inicial, 

buscó alojamiento en casa de una amiga, ya que su vivienda en San Idelfonso había sido 

tomada por un jefe chileno que residía en las inmediaciones. Dicho jefe consideró que la 

ocupación de Lima por las tropas le otorgaba facultades para apropiarse de las 

residencias pertenecientes a autoridades peruanas, instalándose en el domicilio de 

Moreno Leyva. Según narra, la decoración de la sala —con muebles de palo de rosa y 

tapices de damasco en tonos perla y carmesí— llamó tanto la atención del oficial que 

ordenó trasladarla a su propia residencia. En sus memorias, Moreno Leyva deja 

constancia de que la apropiación fue total, pues en la casa no quedó ningún bien 

(Moreno de Cáceres, 1974, p. 18). 

 

Este testimonio confirma que el saqueo no se limitó a edificios públicos, sino 

que también alcanzó a propiedades privadas. Lamentablemente, no existen registros ni 

inventarios que permitan conocer con precisión los bienes sustraídos en dichas 

residencias, lo que dificulta determinar la magnitud del saqueo ocurrido en la ciudad de 

Lima. 

 

El 12 de marzo de 1881, Francisco García-Calderón fue designado Presidente 

Provisional de la República por una junta integrada por vecinos notables. Su despacho 

se estableció en el Palacio de la Magdalena, en Pueblo Libre, mientras que el Congreso 

Extraordinario inició funciones en Chorrillos, en la Escuela de Clases. El gobierno 

chileno, que desconocía la autoridad de Piérola, aceptó a García-Calderón como 

representante legítimo para negociar la paz. Sin embargo, Piérola no presentó su 

renuncia oficial hasta noviembre de 1881. 

 

En ese contexto, Chile intentó imponer al Perú la firma de un tratado que 
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implicaba la cesión de Tarapacá, Tacna y Arica. García-Calderón rechazó dicha 

propuesta y, como consecuencia, fue apresado y trasladado a Chile. Posteriormente, 

Lizardo Montero, contraalmirante de la Armada Peruana —actual Marina de Guerra del 

Perú— asumió la presidencia, estableciendo primero su gobierno en Huaraz y, más 

tarde, en Arequipa. El año 1881 culminaba en medio de esta compleja situación política. 

 

En 1882, el panorama comenzó a estabilizarse y muchas familias retornaron a 

Lima. En el plano internacional, Estados Unidos reapareció como mediador al proponer 

la firma de la paz entre Perú y Chile. No obstante, esta intervención respondía a 

intereses económicos, ya que buscaban el control del salitre de Tarapacá, razón por la 

cual les convenía que dicho territorio continuara bajo soberanía peruana. Stephen 

Hurlbut, embajador estadounidense en Perú, gestionó que Chile devolviera Tarapacá a 

cambio de facilidades comerciales e indemnizaciones por parte del Estado peruano. Sin 

embargo, la muerte del presidente James Garfield —quien respaldaba esa línea 

diplomática— y la decisión de su sucesor, Chester Arthur, de no involucrarse en el 

conflicto, pusieron fin a estas gestiones (Rosario, 2021). 

 

El 30 de diciembre de 1882, Miguel Iglesias asumió el gobierno del Perú, bajo el 

pomposo nombre de Presidente Regenerador del Perú. En ese contexto, la autoestima de 

la población comenzó a mejorar gracias a las victorias de Andrés Avelino Cáceres en la 

Campaña de la Breña, gracias a las cuales se ganó el apodo del Brujo de los Andes, por 

su maestría para combatir en territorios geográficamente complicados. En consecuencia, 

la preocupación chilena aumentó y el presidente chileno Domingo Santa María propuso 

comprar Tacna y Arica para acabar con la guerra. 

 
El Tratado de Ancón, firmado el 20 de octubre de 1883 culminó la Guerra del 

Pacífico y estableció la cesión de Tacna y Arica por 10 años, tiempo luego del cual se 

realizaría un plebiscito para decidir a qué país deseaban pertenecer los habitantes, cabe 

decir que dicha consulta nunca fue llevada a cabo. 

Finalmente, el ejército chileno abandonó la capital peruana el 23 de octubre de 

1883, luego de 2 años, 9 meses y 6 días de injusta apropiación. 

 

 
2. BIENES CULTURALES PERUANOS APROPIADOS Y EXPORTADOS 
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ILÍCITAMENTE 

 
Tal y como se vio en el acápite anterior, Guerra Vilaboy (2021) recalca el hecho 

de que las fuerzas militares chilenas tomaron el control de los principales edificios 

públicos, incluyendo la Biblioteca Nacional y la Universidad de San Marcos. Durante 

este proceso, se llevaron consigo miles de documentos, obras de arte y libros, además de 

maquinarias y otros bienes que consideraron como botín de guerra. Con el objetivo de 

justificar esta guerra de conquista, el historiador chileno Diego Barros Arana publicó en 

1880 su obra "Historia de la Guerra del Pacífico". Al leer este libro, el reconocido 

ensayista, político y filósofo cubano José Martí realizó la siguiente anotación: 

 

 
 

Godoy (2011), resalta los eufemismos empleados por la historiografía chilena 

para referirse al saqueo perpetrado por el ejército chileno. Se refieren a objetos 

“remitidos”, a la “llegada” de bienes culturales y de maquinaria, así como a los libros 

“traídos” desde la Biblioteca Nacional del Perú. Autores como Sergio Villalobos niegan 

rotundamente todo tipo de saqueo a la ciudad de Lima, indicando que no existe 

documento extranjero, privado o diplomático que lo indique. 

 
Lamentablemente, este conjunto de mentiras que algunos historiadores han 

creado para justificar su negacionismo absurdo de la realidad cae como un castillo de 

naipes ante los documentos peruanos, extranjeros e incluso chilenos que hablan sobre el 

tema. Uno de los documentos más importantes al respecto es el Diario Oficial de la 

República de Chile, el cual en su edición del lunes 22, martes 23 y miércoles 24 de 

agosto de 1881, presenta una lista de los BCM expoliados por el ejército chileno. 

 
El gobierno chileno encargó a Ignacio Domeyko, en ese entonces rector de la 

Universidad de Chile, y a Luis Zegers, profesor titular de física, mediante el decreto 

supremo del 22 de marzo de 1881, oficio Nº 526, el identificar y catalogar los bienes 

expoliados de la ciudad de Lima. Ambos firman una carta publicada en el Diario Oficial 

de la República de Chile, el 22 de agosto de 1881, indicando el haber recibido 74 
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cajones el 13 de junio de 1881, 80 bultos el 21 de junio y 29 cajones más el 19 de julio 

del mismo año, haciendo un total de 103 cajones y 80 bultos, entre los tres envíos. 

Además, mencionan el haber encontrado más de diez mil libros. 

 
Esta lista es de suma importancia si es que se pretende identificar y recuperar el 

patrimonio peruano injustamente expoliado, por esta razón, en los Apéndices de esta 

tesis, se presenta una lista actualizada, corrigiendo algunos errores ortográficos y de 

títulos de las obras cuando se ha encontrado el nombre original, los cuales no alteran su 

sentido. Se considera que los libros están en su idioma original a menos que la lista 

inicial indique que es una traducción. Además, se ha completado información en tanto 

ha sido humanamente posible. 

 
De esta manera, se completan todos los vacíos posibles encontrados en la lista 

original, teniendo en cuenta la gran cantidad de libros, miles de volúmenes, y el corto 

tiempo que representa el desarrollo de esta tesis. La lista original de Domeyko, Zegers y 

sus colaboradores, se mantiene en el apartado de Anexos, por si se desea compararla 

con la lista afinada. La idea es, por consiguiente, aportar a la documentación respecto a 

los BCM expoliados para así facilitar trabajos futuros. 

 
Aun así, la lista de Domeyko no es perfecta ni completa. Según relata M. Le 

Léon, asesor francés al servicio del ejército chileno, una vez ocupada Lima los 

transportes militares, además de repatriar a los heridos, eran utilizados para trasladar 

todo tipo de bienes de valor. Se señala que las tropas chilenas retiraron las maquinarias 

y enseres de la Fábrica de Pólvora, rieles ferroviarios, cañones de las baterías del 

Callao, así como bienes de la Imprenta del Estado y del periódico La Patria. También se 

llevaron equipos, herramientas y objetos de la Escuela de Artes y Oficios; utensilios, 

libros y mobiliario de la Escuela Militar; estatuas y muebles del Palacio de la 

Exposición, además de todos los volúmenes de la Biblioteca Nacional, entre otros 

bienes de gran importancia (Godoy, 2011). 

 

Igualmente, resultó escandalosa la denuncia realizada por el diario chileno El 

Comercio, que acusó a funcionarios de su propio Estado de comercializar ejemplares 

saqueados de la Biblioteca Nacional del Perú, obtenidos durante el proceso de 

catalogación dirigido por Domeyko. Los redactores del diario enviaron a un empleado a 

adquirir algunos de estos libros, logrando reunir pruebas que fueron consignadas por 
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Benjamín Dávila, periodista del medio. Ante esta evidencia, Domeyko no pudo 

desmentir los hechos y terminó convencido de su autenticidad (Godoy, 2011). 

 

De cierta manera, esto explica los vacíos de la lista de Domeyko, quien acepta 

haber recibido 103 cajones, pero solo especifica el contenido de los cajones del 1 al 8 y 

del 20 al 41. Si bien existen numerosos libros y objetos catalogados, la ausencia de 

indicación sobre el cajón al cual pertenecen solo aumenta las sospechas de una dejadez, 

intencional o no, que permitió este segundo robo sistemático.  

 

Por otra parte, ahora desde el lado de la historiografía peruana, son reveladoras 

las cartas de Ricardo Palma a Piérola, de las cuales se considera adecuado reproducir 

algunos extractos: 
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Para identificar los BC saqueados durante la ocupación, Godoy (2011), utiliza 

como fuentes principales a El Estandarte Católico y La Época, periódicos chilenos, 

entre otros diarios y documentos de la época. Tomando la investigación de Godoy 

(2011) como base y complementándola con información de otros autores, podemos 

elaborar la siguiente lista, mencionando una parte del botín prácticamente desconocida 

para la historiografía oficial: 

 

 
 
 

En el caso de estos objetos de arte, si bien en un inicio la población chilena no 
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presto mayor atención al saqueo, fue cuando fondeo el vapor Amazonas en Valparaíso 

que se generó un escándalo público, debido a la cantidad y la magnitud de las obras 

saqueadas. El caso de este carguero es especial por tres razones: Presentaba una lista de 

su contenido, mucho más explícitamente descritos que en envíos anteriores; confirmaba 

la llegada de anteriores partidas de mármol y esculturas, en tanto este envío era nuevo; y 

revelaba una clara intención de despojar al Perú de sus obras de arte para embellecer a 

las principales ciudades chilenas. (Godoy, 2011) 

 
De esta manera, las diversas notas periodísticas y editoriales de los diarios de 

aquel entonces, a favor y en contra del saqueo, se vuelven fuente invaluable para 

quienes desean reconstruir la estela del transporte de BC de Lima a Chile. Como prueba 

de que la población (y autoridades) estaban bien enteradas de lo que sucedía, Godoy 

(2011) resalta: 

 
Un ejemplo de lo señalado lo entrega el corresponsal en Santiago del 

periódico El Porvenir, de La Ligua, quien comunicaba a la localidad que la Plaza 
de Armas de la capital sería “pronto adornada con estatuas y otras novedades que 
se han traído de Lima. Se hallan a la fecha, colocados los sofás de mármol que se 
trajeron de aquella misma ciudad, en todo el rededor de la avenida central. 

 
 



LXXV
 

 

3. EL DIH EN LA ÉPOCA DE LA OCUPACIÓN CHILENA DE LIMA 

 
A diferencia de lo que podría creerse, a la época del inicio de las hostilidades 

ambas partes tenían noción del Derecho Internacional Humanitario vigente. Chile había 

ratificado la Declaración de Ginebra, cuya aprobación por parte del Congreso la 

convertía en Ley de la República. Y, una vez iniciado el conflicto con nuestro país se 

puso a disposición de los oficiales chilenos el texto “El Derecho de la Guerra según los 

últimos progresos de la civilización”, publicación oficial editada en 1879, que resumía 

la legislación internacional acerca del tema e incluía:  

 

 

 
Según Diego Barros Arana, en un intento por evitar mayores atrocidades en la 

guerra, Chile recopiló en un pequeño libro estas Declaraciones. Dicho Manual se 

distribuyó para que, tanto los oficiales del ejército como su escuadra, reglaran su 

conducta a estas disposiciones.20 

 
Para lo relativo al tema de este Proyecto de tesis, serán importantes dos 

documentos específicos de los recopilados en el texto chileno: La Declaración de 

Brusela y  y el Código de Lieber; cuyas disposiciones pertinentes han sido identificadas 

y sintetizadas en el siguiente cuadro:  
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: 

Tabla 1 
 

Artículos relevantes de la Declaración de Bruselas y el Código de Lieber 
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Nota. Tomado de Proyecto de Tesis para obtener el grado de Magíster en Derechos 

Humanos y Derecho Constitucional. UNMSM, por Méndez Chumpitazi, C. (2019) 

 
De la misma manera, es importante resaltar dos obras más al respecto. En primer 

lugar, José María de Pando, con su obra “Elementos del Derecho Internacional”, 

publicada en 1848, justamente en la ciudad chilena de Valparaíso, donde indica: 

 

Antiguamente no se hacía distinción entre las propiedades de los súbditos y las 
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de los soberanos; a todos se les miraba como enemigos, y se les trataba con la misma 

dureza. La política moderna, bajo el progreso de nociones más sanas y más análogas a 

los progresos de la razón humana, ha modificado esa rigurosa e injusta jurisprudencia y 

en general se respetan las propiedades particulares… Cualquiera que en el día de otra 

manera obrara, seria reputado con razón como violador del derecho de gentes, porque 

haría el mal sin utilidad para el objeto de la guerra.  

 

Por otro lado, En su obra Principios del Derecho de Gentes (1832), el jurista 

venezolano-chileno Andrés Bello sostuvo que, incluso en tiempos de guerra, debía 

respetarse templos, palacios, sepulcros, monumentos nacionales, archivos y, en general, 

todos aquellos bienes públicos cuya destrucción no contribuyera a un fin militar legítimo 

(Bello, 1832).  

 

Esta visión coincide con lo previsto en la Declaración de Bruselas y en el Código 

de Lieber, instrumentos recogidos en el manual del Estado chileno para sus fuerzas 

armadas, los cuales establecían el deber de defender la herencia cultural de carácter mueble 

de los territorios ocupados, prohibiendo su destrucción arbitraria o su uso con fines de 

lucro. Asimismo, dichos textos disponían sanciones penales frente a tales ilícitos, 

reflejando una doctrina jurídica que ya en el siglo XIX condenaba los excesos cometidos 

bajo el pretexto de la guerra. 

 
Sin embargo, a pesar de la existencia de esta normativa y de la comprensión 

adquirida por las fuerzas militares de Chile - hecho que se hace irrefutable pues se les 

entregó un documento que las compilaba – se produjeron gravísimos atentas contra el 

patrimonio cultural peruano, saqueos de libros y colecciones científicas, robo de 

estatuas y piletas, bombardeos a Chorrillos y Barranco, entre otros tristes sucesos. 

4. ANALÍSIS DE LA SITUACIÓN SEGÚN LA CORRECTA APLICACIÓN 

DEL DIH EN LA OCUPACIÓN DE LIMA 

 
Habiendo en los títulos anteriores descrito los pormenores de la Guerra del 

Pacífico e identificado cuál era el derecho existente y recopilado a la época del 

conflicto, que fue además divulgado entre las tropas antes de producirse el sitio de 

Lima. Y, sobre todo, habiendo elaborado, de acuerdo con la información obtenida, una 

lista de los bienes culturales incautados y saqueados del patrimonio peruano; en el 
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presente punto analizaremos si las actitudes del ejército chileno durante la ocupación se 

ajustaban a lo previsto en el derecho internacional humanitario en 1881. 

4.1 Con respecto a la Declaración de Bruselas: 

 

Analizando uno a uno los artículos pertinentes, con respecto a la apropiación de 

bienes durante la ocupación de Lima se evidencia que: 

 
Tabla 2 

 
Análisis de los artículos relevantes de la Declaración de Bruselas 
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4.2 Con respecto al código de Lieber: 

 

Del mismo modo respecto al Código de Lieber, del análisis de los artículos 

correspondientes se verifica que: 

 
Tabla 3 

 
Análisis de los artículos relevantes del Código de Lieber 
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5. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SEGÚN LAS NORMAS DEL DIH Y DPI 

ACTUALES 

 
Teniendo en cuenta la situación en materia de ratificación de Tratados del Perú, 

y la situación de Chile a este respecto, gracias a la cual se podrá analizar la apropiación 

de bienes culturales a la luz del DIH y DPI actual, se ha elaborado el siguiente cuadro 

comparativo. 

 
Tabla 4 

 
Análisis de los tratados firmados por ambos países 

 

. 
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De acuerdo con los tratados actualmente vigentes y aceptados por ambas 

naciones, en un eventual escenario contemporáneo de hostilidades en el que se 

produjeran estas conductas ilícitas, los actos quedarían comprendidos dentro de la 

categoría de crímenes de guerra prevista en el Estatuto de la Corte Penal Internacional. 

Asimismo, los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra enfatizan la 

proscripción de ataques indiscriminados contra monumentos históricos, expresiones 

artísticas o recintos religiosos, prohibiendo su utilización como medidas de represalia, 

lo cual supondría su deterioro o apropiación arbitraria. 

En relación con la Convención de La Haya, este instrumento internacional 

ofrece una noción precisa de lo que se entiende por bien cultural, destacando su carácter 

histórico, artístico, arqueológico, científico o documental. Dicha amplitud permite 

incluir, a modo de ejemplo, los volúmenes sustraídos de la Biblioteca Nacional del Perú, 

los objetos de investigación científica expropiados de la Universidad Nacional Mayor 

de San Marcos y de diversos museos, las esculturas retiradas de la ciudad y del puerto 

del Callao, e incluso los rieles y vagones ferroviarios, cuyo valor no solo era funcional 

sino también documental, en tanto testimonios del desarrollo civilizatorio de la época. 
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En esa línea, los Protocolos Adicionales reforzaron el régimen de protección de 

los bienes culturales durante situaciones de guerra, subsanando vacíos normativos que la 

Convención de 1954 no había previsto inicialmente. El Primer Protocolo prohíbe 

expresamente la exportación de dichos bienes, evitando su comercio ilegal durante un 

enfrentamiento, mientras que el Segundo Protocolo impone a los Estados firmantes la 

obligación de respetar sus reglas, no únicamente en sus vínculos bilaterales, sino 

también frente a terceros Estados en conflicto, incluso si estos últimos no han ratificado 

el tratado. 

 

Por lo tanto, si actualmente se llevaran a cabo estas conductas en el marco de un 

conflicto armado no internacional, el Estado transgresor incurriría en violación de los 

compromisos asumidos en el plano internacional, generando su responsabilidad como 

sujeto de derecho internacional y pudiendo ser demandado ante la Corte Internacional 

de Justicia de La Haya. A nivel individual, los responsables de dichas acciones serían 

calificados como autores de crímenes de guerra, quedando expuestos a procesos ante la 

Corte Penal Internacional, la cual actúa de manera complementaria frente a la inacción 

de las jurisdicciones nacionales, siempre que el caso sea admitido conforme a los 

procedimientos establecidos. 
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CAPÍTULO IV: 

 
Como se expuso en el Capítulo III, los daños sufridos por el patrimonio cultural 

durante la ocupación de Lima en la Guerra del Pacífico evidencian, si se comparan con 

la normativa vigente del derecho internacional público, el notable desarrollo que esta 

rama del derecho ha tenido con el paso del tiempo y el mayor nivel de protección que 

actualmente resguarda a los bienes culturales. En este sentido, el presente capítulo 

analiza la situación actual del Perú respecto a la protección de su patrimonio cultural 

mueble en escenarios de conflicto armado.  

 

Para ello, se evaluará el grado de adecuación de la legislación nacional con los 

compromisos internacionales asumidos por el Estado, así como la aplicación de las 

normas de derecho internacional humanitario recogidas en los Convenios de Ginebra, 

sus Protocolos adicionales y otros instrumentos internacionales pertinentes. Asimismo, 

se tomará en cuenta el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que considera 

la destrucción de estos bienes como crimen de guerra, junto con lo establecido en el 

Código Penal peruano y en otras disposiciones normativas internas de relevancia. 

 

 

1. ACTUALIDAD DEL DIH EN EL MARCO DEL DERECHO PERUANO 

 
Para entender la situación del DIH en el ordenamiento jurídico peruano vigente, 

es necesario resaltar y analizar aquellos artículos de la Constitución del Perú (C93) que 

regulan su aplicación. 

 
Tabla 5 

 
Artículos de la C93 relevantes para los tratados 
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Los preceptos analizados permiten comprender con claridad la posición que ocupan 

los tratados dentro del sistema jurídico peruano. Así, el derecho a participar y acceder a la 

vida cultural se encuentra reconocido en el artículo 2° de la Constitución. Por tanto, 

cualquier agresión contra el patrimonio cultural del país constituye, de manera directa, una 

vulneración a este derecho fundamental, protegido por la Carta de 1993. 

 

De igual modo, el artículo 200° señala que los tratados internacionales poseen 

rango de ley. No obstante, la doctrina especializada advierte que esta afirmación no resulta 

tan sencilla, pues en la práctica se reconoce que tales instrumentos pueden situarse en un 

nivel superior, ya que al momento de adherirse a un tratado, el Estado asume el 

compromiso de adecuar su normativa interna a lo estipulado en el ámbito internacional. 

 

En esa línea, Iván Bazán sostiene que la doctrina peruana admite que los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos tienen jerarquía constitucional e, incluso, 

algunos juristas llegan a proponer que podrían alcanzar una naturaleza supraconstitucional 

(Bazán Chacón, 2004, citado en Henderson, 2004). 

 

Esta posición también es respaldada por Salmon y Novak (2002), quienes destacan 
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que, conforme a lo dispuesto en los artículos 2° y 3° de la Constitución de 1993, las 

normas de derecho internacional humanitario se reconocen con jerarquía constitucional. 

Ello debido a que el artículo 3° amplía el contenido del artículo 2°, al integrar al 

ordenamiento jurídico peruano todos los derechos contemplados en instrumentos 

internacionales —como tratados, declaraciones y otros— aun cuando estos no hayan sido 

ratificados formalmente por el Estado. 

 

En esa misma dirección, Rubio (1998) subraya que la Constitución debe 

interpretarse de manera integral y no artículo por artículo. Desde esa visión sistemática, la 

lectura conjunta de los artículos 3°, 57° y de la cuarta disposición final permite afirmar 

que, bajo la Constitución de 1993, los derechos humanos reconocidos poseen rango 

constitucional y no un estatus subordinado. En este marco, el artículo 3° resulta clave 

porque incorpora, bajo una concepción monista, los derechos mencionados en instrumentos 

internacionales al derecho interno; el artículo 57° otorga rango constitucional a los tratados 

aprobados mediante el procedimiento de reforma de la Carta; y la cuarta disposición final 

ratifica la equivalencia jerárquica entre la Constitución, la Declaración Universal y los 

tratados de derechos humanos ratificados por el Perú, al señalar que los derechos 

consagrados en la Carta deben interpretarse conforme a dichos instrumentos. 

 

En conclusión, los tratados de derecho internacional humanitario gozan de jerarquía 

constitucional, o al menos supralegal, en la medida en que versan sobre derechos 

fundamentales. La Constitución de 1993 reafirma que los derechos que reconoce deben 

interpretarse a la luz de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y de los 

tratados ratificados por el Estado peruano. 

 

 

2. EN EL PERÚ: INSTRUMENTOS RATIFICADOS Y LEGISLACIÓN 

INTERNA SOBRE PROTECCIÓN DE BIENES CULTURALES EN CASO 

DE CONFLICTO ARMADO 

 
El Estado peruano, al ratificar los Convenios de Ginebra, sus protocolos 

adicionales y otros tratados internacionales, ha asumido la obligación de armonizar su 

legislación con dichos compromisos, incorporando medidas que permitan sancionar y 

prevenir las infracciones graves que en ellos se contemplan. En este contexto, el 
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Protocolo Adicional I, en su artículo 85, inciso 4, literal d), establece la prohibición de 

realizar ataques contra monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto que 

integren el patrimonio cultural, siempre que estos estén debidamente reconocidos y no 

sean empleados con fines militares. 

 

De esta forma, el Perú tiene la obligación de aplicar lo dispuesto en la 

Convención de La Haya de 1954 y en su Segundo Protocolo Adicional, instrumentos 

que imponen deberes específicos para la protección de bienes culturales en situaciones 

de conflicto armado. Asimismo, aunque el Estatuto de Roma no exige expresamente a 

los Estados Parte la tipificación interna de los crímenes internacionales, esta obligación 

se deriva del principio de complementariedad establecido en su artículo 17. 

 

A nivel interno, la legislación peruana muestra coherencia con los estándares 

internacionales mediante normas constitucionales y penales orientadas a proteger el 

patrimonio cultural. Este marco se ve reforzado por la Ley N.º 28296, Ley General del 

Patrimonio Cultural, y su reglamento, que constituyen la principal base legal en la 

materia y consolidan la responsabilidad del Estado de garantizar una protección 

efectiva, en concordancia con el Derecho Internacional Humanitario. 

 

Tabla 5 
 

Marco Legal Peruano 
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A pesar de que la Ley N.º 28296 y su reglamento contemplan algunos artículos 

destinados a establecer un régimen de protección de los bienes culturales en situaciones de 

conflicto armado, la normativa vigente y las medidas adoptadas hasta la fecha resultan 

claramente insuficientes. 

Además, se evidencia un retraso significativo en la adecuación del derecho penal 

interno para sancionar de manera clara y rigurosa la destrucción o el deterioro del 

patrimonio cultural en contextos bélicos. Este aspecto será desarrollado en el siguiente 
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apartado, en el marco de los avances relacionados con la implementación del Estatuto de 

Roma. 

2.1 Avances en materia de implementación de los crímenes de Derecho 

Internacional Humanitario en el ordenamiento jurídico interno 

El Perú ha ratificado diversos tratados internacionales dirigidos a la protección de 

los bienes culturales en contextos de guerra. Entre ellos, destacan los Protocolos 

Adicionales I y II de la Convención de Ginebra de 1949, siendo este último de aplicación 

en los conflictos armados no internacionales. Asimismo, ha suscrito la Convención de La 

Haya de 1954 junto con sus dos protocolos, de los cuales el segundo refuerza el sistema de 

protección mediante la categoría de protección reforzada. Finalmente, el país también ha 

ratificado el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que incluye como crimen de 

guerra la destrucción del patrimonio cultural en su artículo 8. 

De igual manera, tanto Perú como Chile han ratificado la totalidad de los 

instrumentos jurídicos vinculados al Derecho Internacional Humanitario (DIH) y al 

Derecho Penal Internacional (DPI). Ello refleja un compromiso formal con sus 

disposiciones, aunque en la práctica persiste el reto de determinar en qué medida estas 

normas han sido efectivamente implementadas en el derecho interno de ambos países. 

En el caso peruano, los avances han sido limitados. Pese a que han transcurrido más 

de dos décadas desde la adhesión al Estatuto de Roma en 2001, los crímenes de guerra aún 

no cuentan con una tipificación expresa en el Código Penal. Esta omisión impide sancionar 

de manera directa dichas conductas y debilita la posibilidad de procesar a los responsables. 

La falta de incorporación también genera un riesgo de impunidad y podría comprometer la 

responsabilidad internacional del Estado por incumplir con la obligación de internalización 

normativa. 

El proceso de adaptación del Código Penal peruano al Estatuto de Roma 

comenzó en 2002 con la creación de la Comisión Especial Revisora del Código Penal, 

que en 2003 presentó un proyecto para incluir delitos relacionados con el derecho 

internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. Desde 

entonces, se promovieron tres iniciativas legislativas: el Proyecto de Ley N.º 

14659/2005-CR, que fue archivado debido al cierre de la legislatura; el Proyecto de Ley 

N.º 1707/2007-CR, aprobado inicialmente pero posteriormente revisado; y el Proyecto 

de Ley N.º 1615/2012-CR, que recibió apoyo multipartidario y se incorporó en un texto 
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sustitutorio que finalmente fue aprobado en 2014. 

 

La Tabla 6 resume los proyectos de ley mencionados hasta el momento, de la misma 

manera, pone énfasis en los artículos referidos a la protección de BC en caso de 

conflicto: 

Tabla 6 
 

Proyectos de Ley 
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Los proyectos de ley N.º 14658/2005-CR y 1707/2007-CR coincidían en su 

redacción respecto a la protección del patrimonio cultural (BC), pero el Proyecto de Ley 

del Nuevo Código Penal (PLNCP) amplió su alcance al sancionar no solo los ataques 

contra dichos bienes, sino también su uso con fines militares y las represalias, 

alineándose así con la Convención de La Haya de 1954 y otros tratados internacionales. 

Este avance reflejó un esfuerzo por armonizar la legislación peruana con el derecho 
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internacional. Actualmente, el Código Penal Peruano, modificado por última vez en 

junio de 2023 mediante la Ley N.º 31787, incluye un título específico que regula las 

sanciones por delitos contra el patrimonio cultural. 

 
El Título VIII del Libro Segundo del CPP versa sobre los delitos contra el 

Patrimonio Cultural, estableciendo sanciones contra los atentados hacia los monumentos 

arqueológicos; el promover u organizar los mismos; el destruir, alterar, extraer o 

comercializar BC; la omisión de funciones de aquellos funcionarios públicos que 

faciliten la comisión de delitos contra el patrimonio; así como el decomiso de los 

materiales, equipos y vehículos utilizados para cometer dichos delitos. 

 
Adicionalmente, el Artículo 340 del Capítulo II del Título XV establece una 

pena privativa de la libertad no menor a uno ni mayor de cuatro años para aquel que 

viola los tratados vigentes entre el Perú y otros estados. Si bien se podría argumentar 

que este artículo solo hace referencia a aquellos tratados de límites, la manera en que 

está redactado abre la puerta para sancionar aquellos delitos ratificados por el Perú en 

instrumentos internacionales, pero no codificados en el CPP. 
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Tabla 7 

 
Partes relevantes del CPP para penalización de actos contra los BC 
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2.1 Estrategias de mejora 

 

En cuanto a la mejora de la implementación de los tratados, podemos convenir 

en que el problema de la legislación peruana no está en su codificación sino en su uso. 

En otras palabras, las leyes existen, lo que se necesita son instituciones democráticas e 

incorruptibles que la apliquen correctamente. 

 
En ese sentido la mayor posibilidad de mejorar la situación de los BCM e 

impedir su robo, comercialización o destrucción es el utilizar las herramientas que la 

diplomacia posee para incrementar la conciencia de la población nacional e 

internacional sobre lo 
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que la cultura significa para el Perú. En este contexto, la diplomacia pública y la 

diplomacia cultural se configuran como instrumentos clave de la política exterior del Perú. 

La diplomacia pública se entiende como un proceso abierto de comunicación en el ámbito 

internacional, orientado a resguardar los intereses nacionales a través del fomento del 

entendimiento mutuo, la reciprocidad y, en particular, la capacidad de incidir en la opinión 

pública de otros Estados de relevancia.  

 

Esta forma de diplomacia se basa en la idea de que la opinión pública y la 

percepción de un país en el extranjero pueden tener un impacto significativo en sus 

relaciones internacionales y en la consecución de sus objetivos, ya sean políticos, 

económicos u otros. La diplomacia pública implica el uso de diversos canales y 

herramientas de comunicación para promover una imagen positiva del país, generando 

empatía y estableciendo vínculos más estrechos con otras naciones. 

 
Por esta razón, la cultura desempeña un papel fundamental en la diplomacia 

pública. La diversidad cultural de un país, su patrimonio artístico, su música, su 

literatura, su gastronomía y otras expresiones culturales pueden ser una poderosa 

herramienta para generar una impresión positiva en el extranjero. La cultura trasciende 

las barreras económicas y políticas, y puede ser apreciada y comprendida por personas 

de diferentes orígenes y nacionalidades. Aún si la situación política o económica de un 

país no es la mejor, la cultura siempre será una forma efectiva de generar una buena 

primera impresión. 

 

Nicholas J. Cull señala que en la actualidad ha surgido una Nueva Diplomacia 

Pública, caracterizada por la adopción de enfoques no tradicionales por parte de los 

actores internacionales y por el mayor protagonismo de las instituciones estatales. A ello 

se suma el rol transformador de internet, que ha facilitado la comunicación en tiempo 

real y eliminado las limitaciones espaciales en torno a los acontecimientos nacionales e 

internacionales. Del mismo modo, Cull resalta la relevancia del marketing en la 

construcción de la marca país, así como el uso de las redes sociales como espacios de 

interacción y participación ciudadana. (Cull, 2009, p. 58) 

 

En consecuencia, la diplomacia cultural se convierte en un recurso estratégico 
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que proporciona una importante ventaja en la construcción de la imagen, el prestigio y 

la confianza de los países, al tiempo que fomenta el diálogo intercultural y promueve la 

aproximación entre las personas. A su vez puede aportar a estos objetivos tanto de 

manera directa como indirecta (Podestá, 2008). Tal como sostiene Carmen Azurín 

(1991), embajadora del Servicio Diplomático del Perú, la cultura se encuentra vinculada 

a prestigio y reconocimiento, lo que puede emplearse estratégicamente para ganar apoyo 

de la opinión pública internacional, facilitar la inserción en mercados extranjeros y 

fortalecer la capacidad de negociación de un país. 

 

Sin embargo, la diplomacia cultural en el Perú todavía es un recurso poco 

utilizado y, en muchos casos, limitado a manifestaciones reducidas. Para que cumpla un 

rol efectivo como herramienta de política exterior, resulta imprescindible que sea 

concebida como una verdadera Política de Estado (Méndez Chumpitazi, 2016). 

 

En esa misma línea, Ortega Guerrero (2008) resalta que no se debe limitar 

únicamente a la difusión artística o a su uso como un medio amable de negociación. Por 

el contrario, también implica un intercambio profundo de ideas, la defensa de ideales y 

el compromiso del pensamiento con la superación de límites y obstáculos en la 

construcción de un mundo más humano, que trasciende la visión de simples intereses 

comerciales. 

 

De todo lo expuesto, se aprecia que la principal oportunidad de mejora se 

encuentra en el ámbito diplomático y no en el de la codificación normativa. Si el Perú 

aprovecha de manera estratégica los diversos canales de comunicación disponibles, 

podrá convertir a la cultura en un símbolo de identidad y en una fuente de soft power 

tanto a nivel regional como mundial. De esta manera, la identificación, registro y 

recuperación de los BCM peruanos dispersos en diferentes países podrían dejar de ser 

una aspiración lejana para transformarse en una realidad alcanzable. 
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CAPÍTULO V: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 

 
1. CONCLUSIONES 

 

1.           Las guerras y los conflictos armados han constituido el motor que 

impulsó la evolución progresiva del Derecho Penal Internacional (DPI) y del Derecho 

Internacional Humanitario (DIH). En sus inicios, la atención estuvo centrada en la 

salvaguarda de civiles y combatientes, pero con el tiempo se reconoció la necesidad de 

extender esta protección hacia monumentos históricos, obras artísticas, producciones 

científicas y lugares de culto. Esto dio lugar a la creación de normas internacionales 

que tipificaron como crímenes los ataques contra dichos bienes. 

 

2. Aunque el Código Lieber puede considerarse una de las primeras manifestaciones 

normativas destinadas a resguardar los bienes culturales, su aplicación estaba 

restringida al territorio estadounidense, por lo que no puede catalogarse como el 

primer instrumento internacional en la materia. Después, el Encuentro de Bruselas 

de 1874 repudió los actos de apropiación, aniquilación o perjuicio intencional 

contra organismos, edificaciones conmemorativas, creaciones artísticas o 

científicas. Aunque no llegó a ser validado, dejó un antecedente esencial en la 

evolución de los acuerdos actuales. 

 

3. Las barbaries llevadas a cabo durante la Segunda Guerra Mundial 

motivaron la firma de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos 

Complementarios. Poco después, se ratificó la Convención de La Haya de 1954 

junto con su Primer Protocolo Complementario, y más adelante, en 1999, el 

Segundo Protocolo. Estos instrumentos normativos fortalecieron la tutela legal de 

los bienes culturales en contextos de enfrentamiento armado, consolidando su 

incorporación dentro del marco del Derecho Internacional Humanitario (DIH). 

 

4. La constitución del Tribunal Penal Internacional para la ex 

Yugoslavia (TPIY) y de la Corte Penal Internacional (CPI) significó un progreso 
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relevante en la judicialización de los delitos contra el patrimonio cultural. El 

Estatuto del TPIY incluyó como violaciones de las normas bélicas la devastación, 

el despojo y la usurpación de monumentos históricos. De igual modo, el Estatuto de 

la CPI definió expresamente como crímenes los ataques deliberados contra 

construcciones con valor artístico o histórico. 

 

5. A lo largo del dominio chileno en Lima en el marco de la Guerra del 

Pacífico, se produjo un saqueo masivo de bienes culturales que no solo transgredió 

las normas internacionales vigentes, sino también la propia legislación militar 

chilena. Este expolio no fue un hecho aislado atribuido a soldados de bajo rango, 

sino una acción tolerada o incluso autorizada por oficiales superiores, lo que 

facilitó el despojo de obras de arte, libros, esculturas, piezas científicas y hasta 

medios de transporte como ferrocarriles y rieles. 

 

6. A pesar de que parte de la historiografía chilena intenta relativizar o 

negar estos hechos, las pruebas documentales son concluyentes: cartas entre 

oficiales chilenos, comunicaciones de militares extranjeros aliados, artículos de 

prensa de la época y registros como los elaborados por Domeyko y Zegers. Estos 

testimonios han sido recopilados por investigadores y periodistas chilenos, lo que 

refuerza su objetividad. Sumados a las crónicas, cartas y memorias de ciudadanos y 

escritores peruanos del siglo XIX, consolidan la posición peruana y refutan 

cualquier discurso negacionista. 

 

7. El Perú ha suscrito prácticamente todos los tratados internacionales 

que salvaguardan los bienes culturales en contextos de conflicto armado. La 

incorporación de estas disposiciones en el Código Penal es evidente; lo que falta, 

más que nuevas normas, es una aplicación efectiva y coherente de la legislación ya 

existente. 

 

8. La cultura constituye el recurso más valioso de un país en el 

escenario internacional, pues tanto los bienes culturales materiales e inmateriales 

como los muebles e inmuebles otorgan prestigio y reconocimiento. La 
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identificación, registro, promoción y repatriación de dichos bienes se convierte así 

en una estrategia para fortalecer la imagen internacional del país y alcanzar sus 

objetivos nacionales. 

 

2. RECOMENDACIONES 

1. La postura peruana respecto al saqueo de Lima durante la Guerra del 

Pacífico se encuentra sólidamente fundamentada en el derecho vigente del siglo 

XIX y en el derecho contemporáneo, lo que legitima la justicia de su causa y la 

viabilidad de su demanda. En consecuencia, la repatriación de bienes culturales 

debe consolidarse como una política nacional y como herramienta de soft power en 

la esfera internacional. 

 

2. En este marco, la protección de los bienes culturales en contextos de 

conflicto armado puede emplearse como instrumento de política cultural exterior, al 

proyectar ante la comunidad internacional la imagen del Perú como un Estado 

comprometido con la defensa de su patrimonio. 

 

3. Para alcanzar este objetivo, se requiere aprovechar al máximo los 

mecanismos de la diplomacia pública y cultural: negociaciones bilaterales, 

comunicados oficiales, uso estratégico de redes sociales y la implementación de 

una política integral que refuerce la percepción del Perú como defensor de las 

normas del DIH. 

 

4. La recuperación de los bienes culturales expoliados durante la 

ocupación de Lima exige intensificar los esfuerzos de identificación y catalogación. 

Sin un inventario actualizado resulta imposible determinar con exactitud qué bienes 

fueron sustraídos y cuáles han sido restituidos. Con ese propósito, esta 

investigación ha revisado detalladamente la lista elaborada por Domeyko y Zegers, 

corrigiendo errores y completando vacíos, con la finalidad de que sirva como base 

para futuras investigaciones. Esta lista se incluye en los Apéndices de la presente 

tesis. 
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5. Se considera pertinente postular al Perú como miembro del Comité 

para la Protección de Bienes Culturales en Caso de Conflicto Armado, en 

coordinación con la Misión Permanente ante la UNESCO, la Dirección de 

Patrimonio Cultural del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Dirección de 

Patrimonio Mundial del Ministerio de Cultura y la CONADIH. 

 

6. Finalmente, aunque la normativa nacional ha avanzado en materia 

de sanciones contra quienes destruyan, alteren, sustraigan o comercialicen bienes 

culturales, es recomendable reforzar el marco interno con la incorporación expresa 

de disposiciones internacionales. En particular, se sugiere implementar en el 

ordenamiento jurídico el artículo 8° (2) (b) (ix) del Estatuto de Roma, que tipifica 

como crimen de guerra los ataques intencionales contra edificios dedicados a la 

religión, las artes, la ciencia y los monumentos históricos en contextos de conflicto 

armado internacional, así como el inciso (2) (e) (iv) que sanciona la misma 

conducta en escenarios de conflicto armado no internacional. 
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APÉNDICES 

 
Lista corregida y mejorada, basada en la lista publicada en el Diario Oficial de 

Chile en agosto de 1881 (Ver Anexo A). 
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Nota 1. Se ha corregido los errores ortográficos en los nombres de los libros, los autores, así como 

completado aquellos vacíos de la lista original, tanto como ha sido humanamente posible. 

 
Nota 2. Las anotaciones originales de Domeyko y sus colaboradores se mantienen entre corchetes [], 

corrigiendo solamente los errores ortográficos. 

 
Nota 3. Las fechas entre parentesis (), hacen referencia a la edición mas probable del libro expoliado. Esta 

fecha se obtiene luego de investigar cada libro, de acuerdo a su nombre y autor correctos, así como el 

número de volúmenes. En caso una fecha este entre corchetes, es porque la lista original lo indica así. 

 
Nota 4. Al final de la Lista #5, M.García de la Huerta recepciona los bienes saqueados e hace 

indicaciones sobre su destino: 

 
❖ Los instrumentos y aparatos de física y química al laboratorio de física de la Universidad de 

Chile y al del Instituto Nacional de Chile 
❖ Las preparaciones y útiles anatómicos al Museo Anatómico de la Universidad de Chile 
❖ Los objetos de historia natural y los libros sobre esta rama de la ciencia, al Museo Nacional 
❖ Los libros sobre viajes, a la Oficina Hidrográfica 
❖ Las obras de meteorología y de física especiales, a la Oficina Meteorológica y la biblioteca 

de física del laboratorio de la Universidad de Chile 
❖ Todos los libros restantes, incluso los de teología, a la Biblioteca Nacional 
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ANEXOS 

 
Anexo A 

 
Lista de bienes expoliados por el ejercito chileno, recibidos por Ignacio Domeyko & Luis 

Zegers, publicada en el Diario Oficial de la República de Chile. 
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Anexo B 

 
Lista de bienes transportados por el vapor Amazonas, desde el Callao hacia Valparaíso 

 

Nota. Adaptado de Godoy Orellana, Milton (2011) “Ha traído hasta nosotros desde territorio enemigo, el 
alud de la guerra”: Confiscación de maquinarias y apropiación de bienes culturales durante la ocupación 
de 


